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[bookmark: _GoBack]AUDIENCIA INCIDENTAL.
Siendo las nueve horas con cincuenta y cinco minutos del diez de junio de dos mil veinte, hora y día señalados para la celebración de la audiencia en el incidente de suspensión relativo al juicio de amparo 126/2020, SE PROCEDE A CELEBRARLA ante la presencia de Rodrigo de la Peza López Figueroa, Juez Primero de Distrito en Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y Jurisdicción en toda la República, quien actúa asistido del Secretario Jorge Enrique Gaspar Cano y con la asistencia de los delegados de las autoridades responsables del Centro Nacional de Control de Energía[footnoteRef:1] y de la Secretaría de Energía[footnoteRef:2], Sergio Cruz Rivas y Amelia Guadalupe Durán Aguilar, quienes se identifica con la cédula profesional 1583834 y credencial para votar número 3636028493606, expedidas por la Dirección General de Profesiones de la Secretaría de Educación Pública y el Instituto Nacional Electoral, de las que se da fe de tener a la vista y en este momento les es devuelta a los interesados, por no existir inconveniente legal alguno, en las cuales obran una fotografía que coincide con sus rasgos fisonómicos, dejándose copia simple de las mismas para constancia. [1:  En adelante, “CENACE”.]  [2:  En adelante, “SENER”.] 

Asimismo, el Secretario Jorge Enrique Gaspar Cano CERTIFICA que: 
1. De la revisión diaria que se hace al acceder a la pestaña de promociones recibidas por la vía electrónica en el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes; el ocho de junio de dos mil veinte y en la fecha en que se actúa, se detectaron el escrito y los oficios presentados en la vía y las fechas indicadas.
2. El oficio de presentación y de expresión de agravios del CENACE cuenta con firma electrónica.
El Secretario hace relación de constancias: copia simple de los escritos de demanda, anexos certificados; proveído de cuatro de junio de dos mil veinte, que admite a trámite la demanda de amparo; auto de esa misma fecha, en el que se proveyó respecto de la suspensión provisional y las constancias de notificación a las partes.
Asimismo, se da cuenta al Juez con lo siguiente: 
1. Escrito registrado en el libro de correspondencia con el folio 2150, sin copias y sin anexos, por medio del cual la quejosa ofrece pruebas y formula manifestaciones.
2. Con el oficio de presentación y de expresión de agravios recibido vía electrónica, registrado en el libro de correspondencia con el folio 2174, sin copias y con cuatro anexos, por el que el Centro Nacional de Control de Energía, por conducto de su Director Jurídico, señala domicilio para oír y recibir notificaciones, designa delegados, solicita el uso de medios electrónicos, ofrece pruebas y formula alegatos de su parte.
3. Con los oficios recibidos vía electrónica, registrados en el libro de correspondencia con los folios 2153, sin copias y con dos anexos, 2177, sin copias y con cinco anexos, y 2178, sin copias y sin anexos, en los que el Centro Nacional de Control de Energía, por conducto de su Director Jurídico, rinde informe previo, señala domicilio para oír y recibir notificaciones, designa delegados, solicita el uso de medios electrónicos, ofrece pruebas y formula alegatos de su parte.
4. Con los oficios recibidos vía electrónica, registrados en el libro de correspondencia con los folios 2181, sin copias y con un anexo, y 2202, sin copias y con un anexo, en los que ña Secretaría de Energía, por conducto de su Jefe de la Unidad de Asuntos Jurídicos, rinde informe previo, señala domicilio para oír y recibir notificaciones, designa delegados, solicita el uso de medios electrónicos y formulan alegatos de su parte.
Acto seguido el Juez acuerda: En términos de lo dispuesto en el artículo 222 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, por disposición expresa de su artículo 2°, téngase por hecha la relación de las constancias que anteceden para los efectos legales procedentes. 
Agréguese a los autos el oficio y los escritos de cuenta.
1. Respecto al punto 1, es decir, los alegatos que formula la parte quejosa y las pruebas que ofrece; acuérdese lo conducente en las etapas respectivas.
2. Por cuanto hace al punto 1, téngase por recibido el oficio de cuenta, en el que el Centro Nacional de Control de Energía, por conducto de su Director Jurídico, interpone recurso de queja en contra del auto de cuatro de junio de dos mil veinte, y expresa los agravios correspondientes.
Con fundamento en los artículos 80, 97, fracción I, inciso b), 98 fracción I, 99, 100 y 101, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, obténganse las copias necesarias del recurso de queja; y hecho lo anterior, agréguese una copia del referido oficio a los incidentes y distribúyanse las demás entre las partes; se tiene POR INTERPUESTO EL RECURSO de que se trata y se ordena la notificación a las partes su interposición.
Ahora bien, tomando en consideración que con el recurso de queja se pretende revocar la determinación que asumió este juzgador respecto a la suspensión provisional de los actos reclamados dictada en autos; consecuentemente, este juzgador estima prudente remitir los presentes autos, el oficio de que se trata (previa copia simple que obre en autos) y un disco compacto con el acuerdo recurrido, al Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y Jurisdicción en toda la República, de guardia, y ríndase el informe justificado sobre la materia de la queja en el sentido de que ES CIERTO que este Juzgado Federal emitió el auto que combate el Centro Nacional de Control de Energía.
Una vez que obren las constancias de notificación de la presente resolución, remítase el recurso al tribunal colegiado en turno.
3. En relación al punto 3, con fundamento al artículo 28, fracción I, de la ley de Amparo, se tiene como domicilio para oír y recibir notificaciones el que indica; como delegados a las personas que menciona en términos del diverso 9° de dicha ley; y por rendido el informe previo.
Conforme a la Circular 12/2009 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, se autoriza el uso de medios electrónicos, previa toma de razón de los documentos a reproducir.
En relación con los alegatos que formula, y las pruebas que se ofrecen; acuérdese lo conducente en las etapas respectivas.
4. Finalmente, por cuanto hace al punto 4, con fundamento al artículo 28, fracción I, de la ley de Amparo, se tiene como domicilio para oír y recibir notificaciones el que indica; como delegados a las personas que menciona en términos del diverso 9° de dicha ley; y por rendido el informe previo.
Conforme a la Circular 12/2009 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, se autoriza el uso de medios electrónicos, previa toma de razón de los documentos a reproducir.
En relación con los alegatos que formula; acuérdese lo conducente en las etapas respectivas.
Abierto el período de pruebas: el Secretario hace constar que las partes ofrecieron pruebas documentales, y la presuncional en su doble aspecto, legal y humana, y la instrumental de actuaciones, respectivamente. 
El Juez acuerda: Con fundamento en el artículo 143 de la Ley de Amparo, y dada su propia y especial naturaleza, se admiten y desahogan las pruebas de mérito. Al no existir otra prueba por recibir, se cierra este período.
Abierto el período de alegatos, el Secretario hace constar que la SENER y el CENACE hicieron uso del derecho que les confiere el artículo 143 de la Ley de Amparo, y formularon alegatos vía escrita y de viva voz que consideraron pertinentes, los cuales se transcriben a continuación.
MANIFESTACIONES CENACE.
En uso de la voz, en nombre de la CENACE, ratifico todas y cada una de sus partes todos los suscritos que se hayan presentado con motivo del juicio de amparo que nos ocupa; asimismo quisiera destacar dos situaciones primordiales respecto de las funciones del CENACE.
Constitucionalmente y legalmente el CENACE fue creado para, entre otras funciones, ejercer el control operativo del sistema eléctrico nacional, facultad que viene desde la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en sus artículos 25, 27 y 28, y legalmente, desde la Ley de la Industria Eléctrica, los artículos 107 y 108, párrafo primero, fracción I y fracción II. Por otro lado, también tiene como otra función la operación del mercado eléctrico mayorista y garantizar el acceso abierto no indebidamente discriminatorio.
Respecto de esta última facultad, éstas tienen su fundamento en el artículo 2, 94, 96 y 107 de la Ley de la Industria Eléctrica.
Empiezo con estas dos facultades porque queremos hacer hincapié, en la doble personalidad que tienen las entidades de Estado, respecto de los actos que realiza, en el caso del control operativo del Sistema Eléctrico Nacional, el CENACE funge como autoridad administrativa y de las mismas disposiciones legales a las que hice mención, se desprende claramente su función de autoridad en el sentido de que los actos que realiza, tiene todas las características de un auto de autoridad que es ser unilateral, ser coercible, ser obligatorio para las personas a las que van dirigidas.
Por lo que se refiere al mercado eléctrico mayorista, tiene una naturaleza distinta, pues si bien sus actos formalmente pueden ser administrativos, pero materialmente son de carácter mercantil, y en la actividad relacionada con el mercado eléctrico mayorista no hay una relación de supra subordinación respecto de los participantes del mercado y respecto del CENACE, es decir, el CENACE, siempre va a actuar en igualdad de condiciones y todo esto se deriva a que el SENACE firma contratos de participantes del mercado en las diferentes modalidades y de dichos contratos, que son mercantiles, derivan los derechos y obligaciones tanto del CENACE, como del participante del mercado que corresponde.
De hecho, presentamos en este juicio, tanto un oficio de la Secretaría de Energía como un oficio de la Comisión Reguladora de Energía, en la que, como autoridades administrativas y con facultades de interpretación administrativa respecto de las leyes de carácter energético, señala claramente que todos los actos relacionados con el mercado eléctrico y los contratos de participantes del mercado, son de carácter estrictamente mercantil.
Lo anterior es importante, porque el artículo 16 de la Ley de la Industria Eléctrica establece claramente que las instrucciones que da el CENACE son obligaciones para los integrantes del mercado, y el artículo 2 del Reglamento de la LIE establece quienes se les considera integrantes de la Industria Eléctrica, y dentro de esos integrantes está el CENACE. De Entonces ahí es donde distingue claramente eso. Ese integrante para aspectos del mercado eléctrico mayorista, no así para cuestiones de control operativo porque el CENASE no se podría ordenar a sí mismo que deje de hacer o deje de realizar ciertas actividades.
El acto reclamado, atiende estrictamente a la política energética que dirige la Secretaría de Energía, cuyas facultades se establecen claramente en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y en la Ley de la Industria Eléctrica. Particularmente en la Ley de la Industria Eléctrica en el artículo 11, en la fracción I, se establece claramente que la Secretaría de Energía es la que planea y la que coordina todo lo que es el sector de energía en materia de electricidad. Esto es importante destacar por la Secretaría de Energía notificó al CENACE un oficio que también obra en autos en el que le indica que realice todas las actividades necesarias para garantizar la confiabilidad y la continuidad del Sistema Eléctrico Nacional, es decir, de la Red Nacional de Transmisión, y las Redes Generales de Distribución.
Ante esa solicitud, el CENACE emitió emitir el acuerdo de veintinueve de abril de dos mil veinte, el que constituye el acto impugnado y que no tiene nada que ver con el mercado eléctrico mayorista, lo cual se corrobora si se tome en cuenta que el Sistema Eléctrico Nacional es toda la infraestructura que existe para que los generadores, en su caso, ya aprobados, autorizados y en operación, puedan inyectar su energía al Sistema Eléctrico y la suministren a las cargas, que son los usuarios calificados o los usuarios finales, quienes aprovechan esa energía y pagarán el costo a las tarifas que haya indicado la Comisión Reguladora de Energía. 
Lo que pretende el CENACE con el acuerdo es garantizar la confiabilidad, la continuidad y el suministro de energía eléctrica a toda la población de la República Mexicana. El acto reclamado únicamente suspende, mientras exista la emergencia sanitaria, las pruebas pre-operativas para no poner en riesgo la Red Nacional de Transmisión y las Redes Generales de Distribución, porque la mayoría de los servicios que cubre las necesidades de la población, necesitan el suministro de energía eléctrica para funcionar, esto es, el bombeo de agua, las telecomunicaciones, infraestructura hospitalaria, las vialidades, entre otros.
Las quejosas no demuestran un interés, incluso legítimo, debido a que pretenden tener un derecho exhibiendo un permiso que les otorga la CRE, el cual no les da ningún derecho, lo que se corrobora de la propia lectura a las condiciones de los permisos, en los que se establece, generalmente en la condición novena o en la última condición, que el otorgamiento del permiso no supone ni constituye prelación, preferencia, requisito u obligación entre el Centro Nacional de Control de Energía o la Comisión Federal de Electricidad como empresa productiva del Estado, o entre éstas [permisionarias] y las dependencias y entidades de la administración pública federal y demás autoridades federales, estatales o municipales relacionadas por otras autorizaciones, convenios, contratos o permisos. 
En ese sentido, si bien las permisionarias obtienen un permiso de la Comisión Reguladora de Energía para que puedan interconectarse al Sistema Eléctrico, necesitan otras autorizaciones que deberán obtener a través de la realización de estudios para interconectarse a la red, los cuales son diversos estudios y cada uno les va indicado que hacer, y conforme vayan avanzando, obtienen las autorizaciones para poderse interconectar.
En los expedientes que tenemos acceso, y que corresponden al juzgado, no advertimos que exista siquiera por parte de las quejosas una licencia que les haya otorgado el CENACE para que puedan realizar pruebas preoperativas, es decir, están tratando de encuadrase en un supuesto en el que no están. El supuesto aplicaría para aquellas empresas que le acrediten a su señoría que el CENACE les otorgó una licencia para realizar la prueba preoperativa y que con motivo de la publicación del acuerdo, dicha prueba se suspendió una vez que se hubiese otorgado la licencia. 
Por tanto, si no tienen licencia para hacer las pruebas preoperativas, no están en el supuesto jurídico que engañosamente pretender hacer creer al juzgador. Entonces es importante aclarar si las quejosas están en ese supuesto normativo, lo que no acontece en la especie, y por ende, es notoriamente improcedente el juicio de amparo y la concesión de la suspensión provisional y definitiva, por el simple hecho de que su planteamiento es improcedente al no situarse dentro del supuesto legal, al no haber acreditado, del análisis de las pruebas que exhiben, que tengan un derecho legítimo real en relación con los actos que impugnan.
Entonces es importante para nosotros que se haga un análisis minucioso de la situación de cada una de las quejosas, para que se determine de manera fundada y apegada a derecho, primero, si se encuentran o no en el supuesto normativo que impugnan, lo que no se va a acreditar y entonces se tendrá que declarar la improcedencia del juicio de amparo, y por tanto, se deberá negar la suspensión que solicita. Por otro lado, en el supuesto que acreditaran que tenían la licencia respectiva, tendrían que acreditar que la suspensión de las pruebas pre operativas, en caso de que exista, deriva de la publicación del acuerdo, pues también se pueden suspender las pruebas pre-operativas si no existen las condiciones técnicas factibles para realizarlas, y esto se deriva a que la Red Nacional de Transmisión.
En el supuesto que cuenten con una licencia, y que esta haya sido suspendida, las quejosas tendrían que acreditar que esa suspensión derivó de la publicación del acuerdo que reclaman, porque pudo haberse suspendido por otros motivos, como lo es que no hayan cumplido con la infraestructura requerida o simplemente que la red no haya estado disponible para que realizaran la prueba, porque para hacer las pruebas no es nada más conectar al switch, es tomar una serie de medidas para evitar que haya una contingencia en la red.
Lo que queremos destacar es que el objetivo del CENACE, al emitir el acuerdo reclamado, fue asegurar la confiablidad, la continuidad y el suministro eléctrico para las poblaciones.
Asimismo, consideramos muy importante que el juzgador pondere entre lo que son las pruebas reales y los dichos de las quejosas, los cuales no han sido probados a través de los documentos que exhiben, y también que se pondere el bien jurídico que tiene mayor relevancia para el juzgador y que para el CENACE es muy claro que está por encima el interés social y el orden público sobre los derechos de los particulares, derechos que por cierto ninguno de ellos han acreditado que se les han violentado.

MANIFESTACIONES SENER.
En mi calidad de delegada que se encuentra acreditada en el informe previo, mismo que fue presentado el día de ayer, nueve de junio a las diecisiete cuarenta horas mediante los medios electrónicos habilitados por esta autoridad, esto es, la página electrónica de juicio en línea en términos del artículo 9 y 144 de la Ley de Amparo, solicito se tengan por reproducidos en este acto los alegatos presentados el día de hoy diez de junio del año en curso, a las nueve horas con once minutos, mediante la página electrónica antes señalada, a efecto de allegar a su señoría todos los medios de convicción pertinentes relacionados con el asunto que nos ocupa, y con el propósito de que cuente con todos los elementos necesarios para mejor proveer la resolución interlocutoria que se ha de pronunciar en el presente juicio de control constitucional, solicito sean tomados en cuenta también los argumentos manifestados por mi representada en el informe previo antes referido. 
El Juez acuerda: Con fundamento en el artículo 143 de la Ley de Amparo, se tienen por formulados los alegatos en mención. Con lo anterior, se cierra este período y al no haber diligencia pendiente por desahogar, se procede al pronunciamiento de la resolución correspondiente.
Juez.

Rodrigo de la Peza López Figueroa.
Secretario

Jorge Enrique Gaspar Cano.


La Compareciente de la Secretaría de Energía.

Amelia Guadalupe Durán Aguilar. 

El Compareciente del Centro Nacional de Control de Energía.

Sergio Cruz Rivas. 


VISTOS; los autos para resolver el incidente de suspensión relativo al juicio de amparo 115/2020; y,
R E S U L T A N D O:
Que, como se proveyó en el cuaderno principal del juicio de amparo 115/2020, este juzgado ordenó formar por duplicado el presente incidente de suspensión; y que hecho lo anterior, se resolvió lo conducente sobre la suspensión provisional, se tramitó el incidente y se celebró la audiencia incidental en todas sus etapas.
C O N S I D E R A N D O:
PRIMERO. COMPETENCIA. Este juzgado es legalmente competente para conocer del presente incidente de suspensión.[footnoteRef:3]  [3:  La competencia de este órgano tiene fundamento en lo dispuesto en los artículos 107, fracciones X y XI, in fine, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 48, último párrafo, 125, 128 y 138 de la Ley de Amparo.] 

No elude la atención de este juez, el argumento planteado por el CENACE al rendir su informe previo, en el sentido de que este órgano jurisdiccional carece de competencia para conocer del asunto, porque los actos del Centro Nacional de Control de Energía,[footnoteRef:4] son de naturaleza puramente administrativa y no de comercio. [4:  En adelante, “CENACE”.] 

Sin embargo, cabe precisar que la competencia de este juez para conocer del presente incidente deriva de que conoce del expediente principal del juicio de amparo, pues el incidente es un procedimiento accesorio del juicio principal.
No obstante, el CENACE tiene derecho a plantear la incompetencia de este órgano jurisdiccional, a través de los medios procesales y en los términos establecidos en la ley.
SEGUNDO. PRECISIÓN DEL OBJETO DE LA SUSPENSIÓN. Con fundamento en la fracción I del artículo 146 de la Ley de Amparo, este juez precisa que los ACTOS RECLAMADOS, cuya suspensión es materia del presente incidente, son los siguientes:
1. De la Secretaría de Energía, el Acuerdo por el que se emite la Política de Confiabilidad, Seguridad, Continuidad y Calidad en el Sistema Eléctrico Nacional, publicado en el Diario Oficial de la Federación el quince de mayo de dos mil veinte.[footnoteRef:5] [5:  En adelante, “Acuerdo SENER”.] 


2. Del Centro Nacional de Control de Energía, el Acuerdo para garantizar la eficiencia, calidad, confiabilidad, continuidad y seguridad del Sistema Eléctrico Nacional con motivo del reconocimiento de epidemia de enfermedad por el virus SARS-CoV2 (COVID-19), publicado en el buzón de notificaciones del sistema del área pública del Sistema de Información del Mercado el veintinueve de abril de dos mil veinte.[footnoteRef:6] [6:  En adelante, “Acuerdo CENACE”.] 

La quejosa solicitó la suspensión para los siguientes EFECTOS:
1. No se aplique el acuerdo de la CENACE para impedir la interconexión de centrales eléctricas eólicas y fotovoltaicas.

2. No se apliquen los criterios emitidos por el acuerdo de la SENER que consideran de manera general a las centrales eléctricas eólicas y fotovoltaicas como carentes de confiabilidad.

3. No se impida a las centrales eléctricas eólicas y fotovoltaicas la interconexión por considerarlas carentes de confiabilidad por el simple hecho de su intermitencia.
En atención a lo anterior, este juzgado considera que el OBJETO del presente incidente consiste en determinar, por un lado, si este órgano jurisdiccional debe o no prohibir la aplicación del Acuerdo del CENACE, en particular el punto Quinto de las “Acciones y Estrategias de Control Operativo para Fortalecer la Confiabilidad del Sistema Eléctrico Nacional”, y que por ende continúen con las pruebas pre-operativas de las Centrales Eléctricas intermitentes eólicas y fotovoltaicas en proceso de operación comercial, hasta en tanto se dicte la Sentencia Definitiva en el Juicio de Amparo; o en su caso, en el supuesto de que las quejosas se encuentren operando comercialmente, continúen con dicha operación conforme a los límites de su capacidad de generación máxima permitidos.
Y por otro lado, prohibir que se aplique el acuerdo de la SENER, y por lo tanto, que no se implementen los deberes a cargo de las autoridades en materia de energía eléctrica que se prevén, y que no se apliquen los lineamientos que deben regir el funcionamiento del Sistema Eléctrico Nacional y las actividades que se desarrollan en el mercado eléctrico mayorista.
Para ello, este juzgador procede a verificar en los siguientes considerandos, respectivamente, que se cumplan todos los REQUISITOS legales y jurisprudenciales para la procedencia de la suspensión del acto reclamado, esto es, (i) que la quejosa la haya solicitado expresamente; (ii) que haya certidumbre, sobre la existencia del acto cuya suspensión se solicita; (iii) que el acto reclamado sea susceptible de suspensión; (iv) que la quejosa cuente con interés jurídico o legítimo para efectos del incidente de suspensión; y (v) que el asunto supere un análisis ponderado entre la apariencia del buen derecho y el interés social o las disposiciones de orden público.[footnoteRef:7] [7:  A juicio de este órgano jurisdiccional, el análisis de los requisitos para la procedencia de la suspensión debe hacerse en ese orden y con esa precisión, conforme a las siguientes jurisprudencias de la actual Décima Época:
Jurisprudencia PC.IV.A. J/35 A (10a.) (Registro 2015103), del Pleno en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, publicada en la página 1561 del Libro 46, septiembre de 2017, Tomo II, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, bajo el rubro: “SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. TÉCNICA PARA ANALIZAR LOS REQUISITOS NECESARIOS PARA CONCEDERLA.”; y 
Jurisprudencia XXVII.3o. J/2 (10a.) (Registro 2007358), del Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, publicada en la página 2347 del Libro 10, septiembre de 2014, Tomo III, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, bajo el rubro: “SUSPENSIÓN A PETICIÓN DE PARTE. REQUISITOS DE PROCEDENCIA CONFORME A LA LEY DE AMPARO, VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013.”] 

TERCERO. PETICIÓN DE PARTE. En el escrito inicial de demanda, se desprende que la suspensión fue solicitada expresamente por la quejosa DEFENSA COLECTIVA, ASOCIACIÓN CIVIL, por lo que se cumple el requisito legal establecido en la fracción I del artículo 128 de la Ley de Amparo.
CUARTO. CERTEZA DE LOS ACTOS RECLAMADOS. Queda demostrada la certeza de los actos reclamados en el presente incidente, consistentes en el Acuerdo por el que se emite la Política de Confiabilidad, Seguridad, Continuidad y Calidad en el Sistema Eléctrico Nacional, publicado en el Diario Oficial de la Federación el quince de mayo de dos mil veinte, y en el Acuerdo para garantizar la eficiencia, calidad, confiabilidad, continuidad y seguridad del Sistema Eléctrico Nacional con motivo del reconocimiento de epidemia de enfermedad por el virus SARS-CoV2 (COVID-19), de veintinueve de abril de dos mil veinte; ya que la SENER y el CENACE aceptaron su existencia al rendir sus informes previos.
QUINTO. SUSCEPTIBILIDAD DE SUSPENSIÓN. Este Juez considera que los actos antes precisados, por su naturaleza, son susceptibles de paralización, toda vez que se trata de actos positivos en los que, respectivamente, (i) se establecen diversos deberes a cargo de las autoridades en materia de energía eléctrica, así como lineamientos que deben regir el funcionamiento del Sistema Eléctrico Nacional y las actividades que se desarrollan en el mercado eléctrico mayorista, que constituyen una política pública que causa y seguirá causando efectos momento a momento (Acuerdo SENER); y (ii) se impide a las empresas propietarias de centrales eléctricas eólicas y fotovoltaicas, iniciar con las pruebas pre-operativas, para lograr su entrada en operación comercial (Acuerdo CENACE).
No se desatiende el argumento planteado por el CENACE en los alegatos presentados por escrito, en el sentido de que no debe otorgarse la suspensión, porque el acto reclamado es un acto consumado.
Al respecto debe señalarse, sin embargo, que aunque el acto reclamado se haya emitido en su totalidad, ello no significa que no pueda otorgarse la suspensión respecto de sus efectos, y en ese sentido, no asiste la razón a la autoridad responsable, pues el efecto del acto reclamado es impedir que –al menos durante su vigencia- se realicen las pruebas pre-operativas necesarias para que la quejosa continúe con el proceso que eventualmente puede conducir a su entrada en operaciones; por lo que se trata de efectos continuados que no han cesado.
Cobra aplicación, la siguiente jurisprudencia de la Segunda Sala de nuestro más alto Tribunal:[footnoteRef:8] [8:  Jurisprudencia 2a./J. 138/2012 (10a.) (Registro: 2004603), publicada en la página 1656 del Libro XXIV, septiembre de 2013, Tomo 2, Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.] 

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONCEDERLA CONTRA LOS EFECTOS DE UNA AUTORIZACIÓN, PERMISO O LICENCIA.  Si bien la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que en el juicio de amparo es improcedente conceder la suspensión respecto de actos consumados, entendidos como aquellos cuya emisión se ha realizado en su totalidad, lo cierto es que respecto de sus efectos y consecuencias sí es posible otorgar la medida cautelar. Así, aun cuando la emisión de una autorización, permiso o licencia constituye un acto consumado, respecto de sus efectos o consecuencias que posteriormente puedan ejecutarse, procede otorgar la suspensión solicitada, si no se afecta el interés social ni se contravienen disposiciones de orden público.
En otro orden, el CENACE alega que conceder la suspensión implica constituir un derecho en favor de la quejosa, lo cual no es admisible porque implica el estudio de fondo, y porque implica restituir a la quejosa en el uso y goce de las supuestas garantías violadas, como si se tratara de una sentencia de amparo.
No asiste la razón a la responsable. En primer término, este juez considera pertinente precisar que conforme a lo dispuesto en los artículos 131 y 147 de la Ley de Amparo, efectivamente, la suspensión del acto reclamado no puede tener por efecto constituir un derecho que no existía, pero sí puede tener efectos restitutorios, pues “[a]tendiendo a la naturaleza del acto reclamado, [el órgano jurisdiccional] ordenará que las cosas se mantengan en el estado que guarden y, de ser jurídica y materialmente posible, restablecerá provisionalmente al quejoso en el goce del derecho violado mientras se dicta sentencia ejecutoria en el juicio de amparo.”
En ese sentido, los derechos cuya violación alega la quejosa se relacionan con la salud y con un medio ambiente sano, por lo que si el objeto social de la quejosa es la defensa medioambiental, en términos del instrumento notarial que exhibe junto con la demanda de amparo, y en este sentido representa un interés colectivo respecto de los servicios medioambientales que específicamente se ven afectados con la contaminación de la tierra, el agua y el aire, así como los daños a la saludo que ésta causa, y de sus argumentos se advierte que, en su opinión, los actos reclamados tienen como consecuencia el desplazamiento de la utilización de fuentes renovables por fuentes más contaminantes; y que la política prevista en el Acuerdo de la SENER, es contrario a la obligación de transición hacia el uso de energías limpias, permitiendo que el Estado Mexicano pueda incumplir con los compromisos sobre cambio climático que ha adquirido, entonces la medida cautelar no tiene por efecto constituir un derecho a la colectividad que no tenía anteriormente, sino restablecer el derecho que ya se encontraba en su esfera jurídica, consistente en un medio ambiente sano.
SEXTO. INTERÉS JURÍDICO O LEGÍTIMO. La parte quejosa acredita tener interés legítimo para solicitar la suspensión del acto reclamado.
Lo anterior, en razón de que, del análisis al objeto social de la asociación quejosa, se advierte que dentro de su objeto se encuentra la representación colectiva en contra de daños al medio ambiente, así como su protección.[footnoteRef:9]  [9:  Consultable en el instrumento notarial número 105 (ciento cinco), pasada ante la fe del Notario Público número 33 (treinta y tres) en Guadalajara, Jalisco.] 

En este sentido, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que quien alega un interés legítimo en esa materia se encuentra en una situación jurídica identificable que depende de la especial situación que se guarda con el ecosistema que se estima vulnerado, por lo que la privación o afectación de éste es lo que califica la especial posición del accionante para acudir al juicio de amparo a reclamar su protección.

Así se advierte de la tesis sustentada por la Primera Sala del Alto Tribunal,[footnoteRef:10] que establece:  [10:  Tesis aislada 1a. CCXCI/2018 (Registro 2018693), publicada en la página 335 del Tomo I del Libro 61, correspondiente a diciembre de dos mil dieciocho, de la décima época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.] 


INTERÉS LEGÍTIMO PARA PROMOVER UN JUICIO DE AMPARO EN MATERIA AMBIENTAL. Quien alega un interés legítimo en materia ambiental se encuentra en una situación jurídica identificable, surgida de una relación específica con el objeto de protección que alega, ya sea de carácter particular o derivado de una regulación sectorial o grupal que le permite hacer valer una afectación a su esfera jurídica, precisamente a partir de la expresión de un agravio diferenciado al resto de los demás integrantes de la sociedad. El interés legítimo para promover un juicio de amparo en materia ambiental depende de la especial situación que guarda la persona o comunidad con el ecosistema que se estima vulnerado, particularmente, con sus servicios ambientales; por lo que la privación o afectación de éstos es lo que califica la especial posición del accionante para acudir al juicio de amparo a reclamar su protección, en tanto que le permite formular un agravio diferenciado frente al resto de las personas que pueden sentirse afectadas por el daño al medio ambiente, además de que su protección se traduce en la obtención de un beneficio específico: el restablecimiento de dichos servicios ambientales en su favor. De lo anterior se concluye que para determinar si se actualiza el interés legítimo en materia ambiental, el juzgador sólo deberá determinar si quien alega ser titular del derecho ambiental se beneficia o aprovecha de los servicios ambientales que presta el ecosistema que alega vulnerado.

Según esa tesis, para que un juzgador analice si se actualiza el interés legítimo en materia ambiental, debe determinar si quien alega ser titular del derecho ambiental se beneficia o aprovecha de los servicios ambientales que presta el ecosistema que alega vulnerado.

Lo anterior obedece a que el análisis en relación con la actualización del interés legítimo en juicios ambientales también se rige por los principios que regulan esa materia, por lo que en atención a los principios de participación ciudadana e iniciativa pública, el Estado tiene la obligación de fomentar la participación de las personas en la defensa del medio ambiente y crear entornos propicios para este efecto, razón por la cual los juzgadores tienen la obligación de hacer una interpretación amplia en relación con la legitimación activa en el juicio de amparo en materia ambiental.[footnoteRef:11] [11:  En este sentido resulta aplicable la tesis aislada 1a. CCXC/2018 (Registro 2018694), divulgada en la página 335 del Tomo I del Libro 61, correspondiente a diciembre de dos mil dieciocho, de la décima época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, que establece:
INTERÉS LEGÍTIMO PARA PROMOVER UN JUICIO DE AMPARO EN MATERIA AMBIENTAL. OBLIGACIÓN DE LOS JUZGADORES EN SU ANÁLISIS. El análisis en relación con la actualización del interés legítimo en juicios ambientales también se rige por los principios que norman esta materia; en este tenor, a la luz del principio de participación ciudadana y el correlativo de iniciativa pública, el Estado tiene la obligación de fomentar la participación del ciudadano en la defensa del medio ambiente y crear entornos propicios para este efecto. Específicamente, los juzgadores tienen la obligación de hacer una interpretación amplia en relación con la legitimación activa en el juicio de amparo en materia ambiental, lo cual no significa que sea ilimitada, pues quien acude a este juicio debe acreditar ser beneficiario de los servicios ambientales que presta el ecosistema que estima afectado.] 


Con base en lo anterior, este juzgador estima cautelarmente, que la quejosa cuenta con interés suspensional para promover este juicio de amparo, el cual se vincula con la materia ambiental, pues tiene por objeto la defensa medioambiental, en términos del instrumento notarial que exhibe junto con la demanda de amparo, y en este sentido representa un interés colectivo respecto de los servicios medioambientales que específicamente se ven afectados con la contaminación de la tierra, el agua y el aire, así como los daños a la salud que ésta causa.

No elude la atención de este juzgador, que para efectos del otorgamiento de la suspensión del acto reclamado, con base en un interés legítimo, existe una previsión específica en el artículo 131 de la Ley de Amparo, en el que se establece:

“131. Cuando el quejoso que solicita la suspensión aduzca un interés legítimo, el órgano jurisdiccional la concederá cuando el quejoso acredite el daño inminente e irreparable a su pretensión en caso de que se niegue, y el interés social que justifique su otorgamiento.
En ningún caso, el otorgamiento de la medida cautelar podrá tener por efecto modificar o restringir derechos ni constituir aquéllos que no haya tenido el quejoso antes de la presentación de la demanda”.

En dicho artículo se prevé una norma específica, aplicable a la suspensión de los actos reclamados en los que la parte quejosa alegue un interés legítimo, según el cual, se concederá la suspensión cuando se den dos elementos:

1) Que la parte quejosa acredite el daño inminente e irreparable a su pretensión en caso de que se niegue la medida cautelar; y, 
2) Que se acredite el interés social que justifique su concesión.

Para acreditar los requisitos en cita, la parte quejosa realiza diversos argumentos tendentes a evidenciar que los acuerdos reclamados ponen en riesgo los derechos de las personas a un medio ambiente sano y a la salud, los cuales se encuentra obligada a proteger de acuerdo con su objeto social.

En efecto, la parte quejosa afirma que por su contenido, los actos reclamados tienen como consecuencia el desplazamiento de la utilización de fuentes renovables por fuentes más contaminantes; y que la política prevista en el Acuerdo de la SENER, es contraria a la obligación de transición hacia el uso de energías limpias, permitiendo que el Estado Mexicano incumpla con los compromisos sobre cambio climático que ha adquirido. 

Con base en tales premisas, sostiene que los acuerdos reclamados establecen medidas que constituyen obstáculos para la operación y utilización de fuentes renovables de energía eléctrica y que fomentan la utilización de energías más contaminantes, circunstancia que, desde su punto de vista, afecta el medio ambiente y la salud de las personas.

Con base en lo anterior, este juez estima indiciariamente demostrados los requisitos necesarios para el otorgamiento de la medida cautelar solicitada, pues los argumentos expuestos por la parte quejosa y el análisis preliminar de los acuerdos reclamados, expuestos en el siguiente apartado del presente acuerdo, generan indicios suficientes para concluir que la ejecución de los actos reclamados podría priorizar la producción y el consumo de energías fósiles, con la consecuente afectación del medio ambiente, debido a la cantidad de gases y compuestos de efecto invernadero que producen, y que podría dañar el derecho que tienen las personas en general a disfrutar de un medio ambiente sano y de una buena salud.

Por otro lado, también existen indicios suficientes para suponer que los acuerdos reclamados afectan la libre concurrencia y competencia económica del sector eléctrico, en perjuicio de los usuarios finales, pues al limitar la participación de nuevas empresas en el mercado eléctrico mayorista, así como la operación de centrales eólicas y fotovoltaicas ya existentes, evitan que se den las condiciones necesarias para que se mejore la calidad del servicio de suministro básico y se reduzcan las tarifas que deben pagar por dicho servicio.  

Ahora bien, este juez considera válido que la demostración de los daños inminentes, en el presente caso, sea argumentativa, esto es, basado en la afirmación de la quejosa en el sentido de que la limitación de la producción y uso de energías limpias, fomenta la operación de centrales eléctricas convencionales que usan combustibles fósiles y que son más contaminantes, lo que afecta tanto la salud de las personas como el medio ambiente; pues dichos argumentos se basan en un silogismo que alcanza el suficiente rigor lógico, para demostrar indicariamente, la inminencia e irreparabilidad del daño que se podría generar en caso de negarse la suspensión, y por lo tanto no requiere un elemento de prueba específico, pues su demostración se da con razonamientos lógicos.

Al respecto, resulta aplicable por analogía la jurisprudencia 2a./J. 61/2016 (10a.), sustentada por la Segunda Sala del Alto Tribunal, que lleva por rubro: “INTERÉS LEGÍTIMO. PARA EL OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 131 DE LA LEY DE AMPARO, BASTA QUE EL QUEJOSO LO DEMUESTRE DE MANERA INDICIARIA”.[footnoteRef:12] [12:  Jurisprudencia 2a./J. 61/2016 (10a.) (Registro 2011840), de la Segunda Sala de nuestro más alto Tribunal, publicada en la página 956 del Libro 31, Junio de 2016, Tomo II, Décima Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.] 


Aunado a lo anterior, el interés social que justifica la concesión de la medida cautelar debe estimarse satisfecho, porque la sociedad en general está interesada en que: a) se limite la generación y utilización de energías contaminantes, ya que así se garantiza la protección a los derechos a un medio ambiente sano y a la salud; b) se logre el desarrollo sustentable del sector eléctrico, permitiendo así, que el Estado Mexicano pueda cumplir los compromisos internacionales que ha asumido en materia de cambio climático y de fomento a las energías renovables; y c) la generación y comercialización de energía eléctrica se presten en un régimen de libre competencia que haga posible la reducción de las tarifas que se deben pagar por el suministro de este recurso y el aumento de la calidad de dicho servicio en beneficio de los usuarios finales.
Con base en lo anterior, no asiste razón a la SENER cuando manifiesta, en su informe previo, que para demostrar su interés legítimo, la quejosa debió exhibir un acuerdo o designación proveniente de la colectividad que dice representar, en razón de que, para la configuración de esa institución jurídica, este juzgador estima que únicamente se debe analizar la naturaleza del derecho, el objeto social de la asociación y la afectación que se alega.
Corrobora lo anterior la tesis aislada de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,[footnoteRef:13] que prevé: [13:  Tesis aislada 1a. CLXVII/2015 (Registro 2009195), divulgada en la página 441 del Tomo I del Libro 18, correspondiente a mayo de 2015, de la Décima Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.] 

INTERÉS LEGÍTIMO DE ASOCIACIONES CIVILES EN DEFENSA DEL DERECHO A LA EDUCACIÓN. EL JUZGADOR DEBE ANALIZAR EL DERECHO CUESTIONADO A LA LUZ DE LA AFECTACIÓN RECLAMADA PARA DETERMINAR LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. De conformidad con lo que estableció el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia P./J. 50/2014 (10a.), de título y subtítulo: "INTERÉS LEGÍTIMO. CONTENIDO Y ALCANCE PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS).", para la procedencia del juicio de amparo debe tomarse en cuenta la existencia de un vínculo entre ciertos derechos fundamentales y una persona que comparece en el proceso, la cual no requiere de una facultad otorgada expresamente por el orden jurídico, sino de la aptitud de expresar un agravio diferenciado al resto de los integrantes de la sociedad, al tratarse de un interés cualificado, actual, real y jurídicamente relevante, por medio del cual pueda reclamar a los poderes públicos que actúen acorde con el ordenamiento; de ahí que con la concesión del amparo debe lograrse un efecto positivo en su esfera jurídica, ya sea actual o futuro pero cierto, como resultado inmediato de la resolución que, en su caso, llegue a dictarse. Así, tratándose del interés legítimo de asociaciones civiles en defensa de derechos colectivos, el juzgador debe realizar un estudio integral de la naturaleza del derecho, el objeto social de la asociación y la afectación que se alega. Por tanto, cuando una persona jurídica alega la transgresión del derecho a la educación por parte de las autoridades estatales, no procede sobreseer en el juicio por considerar exclusivamente que los reclamos tienen por efecto salvaguardar la constitucionalidad y la legalidad del ordenamiento, sino que es necesario analizar la pretensión aducida a la luz del derecho cuestionado, para determinar la forma en la que dicho reclamo trasciende a la esfera jurídica de la quejosa, en virtud de que el amparo tendrá por objeto reparar la violación a su esfera jurídica.
Ahora bien, este juzgador estima inatendibles los planteamientos formulados por el CENACE en su informe previo y en los alegatos verbales formulados en la audiencia incidental, en el sentido de que la quejosa carece de interés jurídico porque no se le ha otorgado la autorización para la realización de pruebas preoperatorias, ni se demuestra una suspensión de dichas pruebas con base en los actos reclamados; pues la quejosa no solicita la medida suspensional bajo la perspectiva de que se actualiza su interés jurídico por ser participante en el Mercado Eléctrico Mayorista, sino que ostenta un interés legítimo como una asociación cuya finalidad es la defensa de los derechos a un medio ambiente sano y a la salud.
SÉPTIMO. PONDERACIÓN ENTRE LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO Y EL INTERÉS SOCIAL O EL ORDEN PÚBLICO. A continuación, este juez considera necesario abordar el argumento planteado por el CENACE, al rendir su informe previo, en el sentido de que en la especie no es válido realizar una ponderación entre la apariencia del buen derecho y la finalidad de orden público o interés social, porque se actualiza lo dispuesto en la fracción XIII del artículo 129 de la Ley de Amparo, en términos de la cual, la concesión de la suspensión “impida u obstaculice al Estado la utilización, aprovechamiento o explotación de los bienes de dominio directo referidos en el artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”.
Al respecto debe precisarse, que la medida cautelar consistente en que las centrales eléctricas generadoras de energía eléctrica sigan aplicando las pruebas pre-operativas a las empresas quejosas, y en su caso, que las operaciones comerciales no se vean limitadas o interrumpidas, conforme a la normatividad aplicable, no tiene por objeto ni como efecto que se impida ni obstaculice que el Estado, a través del CENACE, utilice, aproveche o explote algún bien del dominio directo de la Nación, relacionado con la planeación o el control del SEN, ni con la prestación de los servicios públicos de transmisión y distribución de energía eléctrica, establecidos como actividades exclusivas de la Nación en el párrafo sexto del artículo 27 constitucional. Considerar lo contrario, implicaría afirmar que en ningún caso podrían practicarse esas pruebas o realizar operaciones comerciales, pues ello implicaría intervenir en la operación de dicho Sistema, extremo que en concepto de este juez es incorrecto, pues dichas pruebas se establecen precisamente para admitir nuevas estaciones productoras a dicho SEN, dentro de procedimientos regularmente tramitados ante la autoridad.
Sentado lo anterior, y al no actualizarse ninguna de las fracciones del artículo 129 de la Ley de Amparo, este juez procede a realizar la ponderación entre la apariencia del buen derecho de la quejosa y la finalidad de orden público e interés social que persigue el acto reclamado.
En el presente caso, este juzgador no advierte que mediante el otorgamiento de la suspensión solicitada, se afecte el interés social o se contravenga el orden público, de manera ponderativamente superior a la afectación que resentiría la parte quejosa; y en cambio, sí se acredita la apariencia del buen derecho de esta última, por las razones, y en la medida o bajo las restricciones que a continuación se exponen.[footnoteRef:14] [14:  Este juzgador debe hacer dicha ponderación, en términos de la Jurisprudencia 2a./J. 204/2009 (Registro 165659), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 315 del Tomo XXX, diciembre de 2009, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, bajo el rubro y texto siguientes:
SUSPENSIÓN. PARA DECIDIR SOBRE SU OTORGAMIENTO EL JUZGADOR DEBE PONDERAR SIMULTÁNEAMENTE LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO CON EL PERJUICIO AL INTERÉS SOCIAL O AL ORDEN PÚBLICO.  El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 15/96, de rubro: "SUSPENSIÓN. PARA RESOLVER SOBRE ELLA ES FACTIBLE, SIN DEJAR DE OBSERVAR LOS REQUISITOS CONTENIDOS EN EL ARTÍCULO 124 DE LA LEY DE AMPARO, HACER UNA APRECIACIÓN DE CARÁCTER PROVISIONAL DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ACTO RECLAMADO.", sostuvo que para el otorgamiento de la suspensión, sin dejar de observar los requisitos exigidos por el artículo 124 de la Ley de Amparo, basta la comprobación de la apariencia del buen derecho invocado por el quejoso, de modo que sea posible anticipar que en la sentencia de amparo se declarará la inconstitucionalidad del acto reclamado, lo que deberá sopesarse con el perjuicio que pueda ocasionarse al interés social o al orden público con la concesión de la medida, esto es, si el perjuicio al interés social o al orden público es mayor a los daños y perjuicios de difícil reparación que pueda sufrir el quejoso. Conforme a lo anterior, el juzgador debe realizar un estudio simultáneo de la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora con la posible afectación que pueda ocasionarse al orden público o al interés social con la suspensión del acto reclamado, supuesto contemplado en la fracción II del referido artículo 124, estudio que debe ser concomitante al no ser posible considerar aisladamente que un acto pudiera tener un vicio de inconstitucionalidad sin compararlo de manera inmediata con el orden público que pueda verse afectado con su paralización, y sin haberse satisfecho previamente los demás requisitos legales para el otorgamiento de la medida.] 

A) VALORACIÓN DE LA FINALIDAD DE ORDEN PÚBLICO E INTERÉS SOCIAL.  

A.1. Contenido del acto reclamado.

Por razón de método, en primer lugar, se da noticia de las consideraciones que sustentan los actos reclamados, así como los motivos en que lo sustentó la autoridad, para valorar correctamente la naturaleza y alcance del acto reclamado.

A.1.1. Acuerdo por el que se emite la Política de Confiabilidad, Seguridad, Continuidad y Calidad en el Sistema Eléctrico Nacional. (Acuerdo SENER)

En el capítulo I del acuerdo mencionado, la SENER señaló que el “Aviso por el que se da a conocer la Política de Confiabilidad, establecida por la Secretaría de Energía”, publicado el veintiocho de febrero de dos mil diecisiete en el Diario Oficial de la Federación, era insuficiente para para mantener una adecuada política de confiabilidad para mantener la calidad y continuidad de la operación del Sistema Eléctrico Nacional.

Sobre esa base, en el capítulo segundo estableció que la política a implementar contribuiría en la confiabilidad, seguridad, continuidad y calidad en el SEN, considerando la evolución productiva tecnológica, así como el aumento ordenado de la generación de energía limpia intermitente.

Con base en lo anterior, la Secretaría de Energía implementó una nueva política de confiabilidad, seguridad, continuidad y calidad en el Sistema Eléctrico Nacional con el objeto de garantizar el acceso al suministro eléctrico, bajo el principio de confiabilidad, así como la planeación y operación racional e integral del Sistema Eléctrico Nacional, conforme a los objetivos nacionales que se mencionan en el punto 1 del Capítulo V.[footnoteRef:15] [15:  1. Objetivo
1.1. El objetivo de la presente Política es establecer lineamientos generales que permitan a las autoridades competentes dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 132 de la LIE, a efecto de garantizar el suministro eléctrico, bajo el principio de Confiabilidad, según se define en ese mismo ordenamiento, en su artículo 3, párrafo primero, fracción X, a fin de operar, regular y supervisar el Funcionamiento Eficiente del SEN, en concordancia con los artículos 1, 25, 27 y 28 de la CPEUM y demás disposiciones citadas en los considerandos de la emisión de este instrumento.
1.2. Establecer una Política de Confiabilidad que contribuya a una planeación y operación racional e integral del SEN conforme a los objetivos nacionales;
1.2.1. Visión de conjunto del SEN. Generación, Transmisión, Distribución, Suministro, Consumo final. Suministro de combustibles;
1.2.2. Tomar como base la demanda y consumo por Gerencia de Control Regional y Sistema;
1.2.3. Transición Energética Soberana e incorporación ordenada de las Energías Limpias y Generación Distribuida;
1.2.4. Fortalecimiento de la planificación estratégica de CFE y sus empresas productivas del Estado, sus empresas filiales y subsidiarias, para promover la planificación integral del SEN y garantizar el carácter de servicio de interés público y universal del Suministro Eléctrico;
1.2.5. Ordenar el otorgamiento de permisos de generación, contratos de interconexión de Centrales Eléctricas, compraventa por los Generadores Exentos, compraventa por los Usuarios de Suministro Básico con Demanda Controlable y los demás que se requieran a la planeación del SEN y la política de Confiabilidad;
1.2.6. Concepto integral de Confiabilidad: Suficiencia y Seguridad de Despacho (Calidad y Continuidad);
1.2.7. Precisar las facultades del CENACE respecto de sus capacidades operativas para aplicar la presente Política;
1.2.8. Establecer las líneas de política que los Integrantes de la Industria Eléctrica, la Comisión Reguladora Energía, el CENACE, los gobiernos de las entidades federativas y sus municipios, organismos constitucionales autónomos, unidades administrativas y órganos administrativos desconcentrados de la SENER, e instituciones de investigación deben cumplir para garantizar el Suministro Eléctrico confiable, y
1.2.9. Establecer nuevos Servicios Conexos requeridos para garantizar la Confiabilidad, Calidad, Continuidad y seguridad del Suministro Eléctrico, y dar cumplimiento a lo previsto en esta Política.] 


La autoridad responsable consideró que para garantizar la seguridad energética y el suministro de energía eléctrica en el País era necesario llevar a cabo un aumento ordenado de la generación con energías limpias intermitentes conectadas y no contactadas al Sistema Eléctrico Nacional, así como fortalecer a la Comisión Federal de Electricidad y sus empresas productivas del Estado.

Estos lineamientos tienen por objeto establecer algunas de las reglas que deben ser observadas por las autoridades en materia de energía eléctrica, como la Comisión Reguladora de Energía y el Centro Nacional de Control de Energía, al emitir las disposiciones, criterios y demás regulaciones aplicables al sector eléctrico,[footnoteRef:16] así como definir el marco jurídico aplicable en materia de: i) otorgamiento y modificación de permisos; ii) solicitudes de interconexión; iii) despacho económico y servicios conexos; iv) incorporación y despacho de energías renovables (intermitentes); y, v) reserva primaria, secundaria y terciaria. [16:  3. Sujetos Obligados y obligaciones particulares
Atendiendo los lineamientos establecidos en la presente Política de Confiabilidad, Seguridad, Continuidad y Calidad en el SEN:
3.1. La CRE actualizará, expedirá y aplicará la regulación necesaria, y otorgará los Permisos previstos en la LIE, dando cumplimiento a la política energética que establece, conduce y coordina la SENER, para mantener el balance adecuado del Suministro Eléctrico, la Transmisión y la Distribución en el territorio nacional, así como el Control Operativo del SEN;
3.2. El CENACE deberá realizar Estudios de Interconexión de Centrales Eléctricas y conexión de Centros de Carga e instruir la suscripción de Contratos de Interconexión y Conexión; elaborar la propuesta de planeación de la RNT y las RGD del MEM, ejercer el Control Operativo del SEN y la operación del MEM;
3.3. El CENACE actualizará, elaborará y aplicará Lineamientos de Confiabilidad para la planeación y operación del SEN, con la participación de los Transportistas y Distribuidores,
con la aprobación de la SENER;
3.4. El CENACE actualizará, elaborará, aplicará y emitirá Disposiciones Operativas del Mercado;
3.5. El CENACE podrá actualizar, elaborar y emitir especificaciones técnicas, con la autorización de la CRE e informará de dicho cumplimiento a la SENER;
3.6. El CENACE solicitará al Servicio Meteorológico Nacional sus capacidades de predicción de las variables climatológicas, para la planeación operativa de corto plazo, que pueda incidir sobre la oferta de Energías Limpias y su variabilidad; con la oportunidad necesaria para anticipar sus efectos sobre la generación eléctrica y, por consiguiente, garantizar un despacho seguro del MEM;
3.7. El CENACE deberá optimizar el uso eficiente y racional del agua disponible para generación eléctrica, para lo cual se auxiliará de la información que solicite a la Comisión Nacional del Agua y participará en los mecanismos de administración del recurso hídrico que disponga dicha Comisión;
3.8. Con la finalidad de fortalecer permanentemente la prestación del servicio público de Suministro de Energía Eléctrica, así como garantizar el diseño y ejecución de la expansión del SEN, mediante la optimización de los costos y asegurando la Confiabilidad, la Comisión Federal de Electricidad (CFE), en su carácter de Transportista y Distribuidor, tendrá una participación proactiva con base en las mejores prácticas operativas, para:
3.8.1. La prestación del Servicio Público de Transmisión y de Distribución deberá realizarse bajo principios que garanticen la Confiabilidad de las instalaciones, elementos y equipos que componen la RNT y las RGD, así como de las instalaciones y equipos de los Usuarios Finales.
3.8.2. Mantener la disponibilidad de las instalaciones, elementos y equipos que componen la RNT y las RGD, que garanticen la Confiabilidad del Suministro Eléctrico.
3.8.3. Definir e implementar protocolos, para el Control Físico de sus instalaciones, elementos, equipos y esquemas de protecciones, y contribuir en el restablecimiento del SEN, coordinados por el CENACE, a fin de reducir los tiempos de restablecimiento y ofrecer un servicio de Calidad al Usuario Final.
3.8.4. La elaboración de los Lineamientos y Criterios de Confiabilidad para la planeación y operación del SEN.
3.8.5. Elaborar la propuesta de planeación de los programas de Ampliación y Modernización de la RNT y los elementos de las RGD.
3.9. El Instituto Nacional de Electricidad y Energías Limpias llevará a cabo estudios e investigaciones necesarias para la ejecución de esta Política, a solicitud de la SENER, y
3.10. Las especificaciones técnicas de referencia en materia de regulación, estandarización y normalización que emiten o autorizan las autoridades competentes, y las DACG que emita la CRE, deberán ser aplicadas por los Integrantes de la Industria Eléctrica.] 


A.1.2. Acuerdo para garantizar la eficiencia, calidad, confiabilidad, continuidad y seguridad del Sistema Eléctrico Nacional con motivo del reconocimiento de epidemia de enfermedad por el virus SARS-CoV2 (COVID-19). (Acuerdo CENACE)

En los considerandos sexto, séptimo, octavo y décimo primero del acuerdo reclamado, la autoridad mencionó que conforme al Acuerdo por el que se establecen acciones extraordinarias para atender la emergencia sanitaria generada por el virus SARS-CoV2, la energía eléctrica es una actividad esencial que debe continuar para atender la emergencia sanitaria; que el Estado ejerce el control operativo del Sistema Eléctrico Nacional a través del Centro Nacional de Control de Energía, el cual está facultado para ejecutar los actos que resulten necesarios para mantener la integridad y el funcionamiento eficiente de ese sistema. 

Por otro lado, en los considerandos décimo tercero y décimo cuarto estableció que conforme a los artículos 132 y 136 de la Ley de la Industria Eléctrica, el Estado está obligado a garantizar el suministro eléctrico en condiciones de emergencia, esto es, se debe satisfacer la demanda eléctrica de los usuarios finales bajo condiciones de suficiencia y seguridad en el despacho. 

Agregó que con motivo de la contingencia sanitaria se ha reducido el consumo de energía eléctrica por los usuarios finales y que la Secretaría de Energía comunicó al Centro Nacional de Control de Energía la necesidad de que implemente los mecanismos necesarios para mantener la continuidad del suministro eléctrico, hacer frente a la situación de emergencia y minimizar riesgos que impidan satisfacer la demanda eléctrica de los usuarios finales bajo condiciones de suficiencia y seguridad de despacho. 

A partir de ese contexto, la responsable determinó que durante la contingencia provocada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19), se aplicará el Anexo único que contienen las características Técnicas y Operativas, a efecto de garantizar el Suministro Eléctrico por confiabilidad, las que podrán cambiar en función de los requerimientos que resulten necesarios para preservar el sistema eléctrico nacional, conforme a lo siguiente:

Primero.- Que de conformidad con los considerandos antes expuestos, en particular el Décimo Tercero y Décimo Cuarto, en este acto el CENACE hace del conocimiento de los Participantes del Mercado, que para fortalecer y mantener la Calidad, Confiabilidad, Continuidad y Seguridad del Suministro Eléctrico durante la contingencia provocada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19), se aplicará lo dispuesto en el Anexo único que contienen las características Técnicas y Operativas, que resulten necesarias para garantizar el Suministro Eléctrico por Confiabilidad, mismas que podrán cambiar en función de los requerimientos que resulten necesarios para preservar el SEN, informándose a la Comisión Reguladora de Energía y a la Sener, en los términos del artículo 158 de la LIE y demás disposiciones que de la misma se desprendan, en lo que corresponde al contenido y alcance del presente Acuerdo, y su respectivo Anexo.   

En lo que interesa destacar, en el anexo técnico la autoridad estableció las siguientes acciones y estrategias de control operativo para fortalecer la confiabilidad del sistema eléctrico nacional: 

Con base en las consideraciones anteriores, se aplicarán las siguientes acciones y estrategias operativas para fortalecer la Confiabilidad del Suministro Eléctrico en el SEN. 
…
10. Que la generación intermitente de las Centrales Electricas eólicas y fotovoltáicas afecta la Confiabilidad del SEN en suficiencia, Calidad y Continuidad en el Suministro Eléctrico.
11. Que las Centrales Eléctricas eólicas y fotovoltáicas no contribuyen en la regulación primara del control de la Calidad de la frecuencia.
12. Que las Centrales Eléctricas eólicas y fotovoltáicas no contribuyen con inercia fisica para la estabilidad del Sistema Eléctrico Nacional (SEN).
(…)
SEGUNDO. En fución de la disponibilidad de recursos de genreación, los límites operativos de los principales corredores de transmisión estarán sujetos a magnitudes determinados sin la dependencia de Esquemas de Accion Remedial (EAR).
TERCERO. En la condición operativa que no se tenga suficiencia de recursos de generación en alguna zona, región, o Sistema, se activarán los límites de trasmisión determinados en la dependencia de los EAR.
CUARTO. Para mantener el control de la regulación del voltaje minimizando la aperura de líneas de transmisión, adicionar inercia física y corrientes de falla de cotro circuito, se darán de alta Unidades de Central Eléctrica (Must Run), en algunas regiones del SEN.
QUINTO. A partir del 3 de mayo de 2020 quedan suspendidas las pruebas preoperativas de las Centrales Eléctricas intermitentes eólicas y fotovoltaicas en proceso de operación comercial. Así mismo, para aquellas que no han iniciado, no se autorizan pruebas preoperativas. 
SEXTO. En los Sistemas Interconectados Eléctricamente Aislados, con integración de Centrales Eléctricas intermitentes eólicas y fotovoltaicas, se aplicarán acciones y estrategias operativas para fortalecer la suficiencia, Calidad y Continuidad en el Suministro Eléctrico. 
SÉPTIMO. Las solicitudes de licencia programadas en la Red Nacional de Transmisión serán analizadas para determinar la viabilidad, fechas y horarios en los cuales se mantenga la Confiabilidad del SEN sin la dependencia de EAR ante la ocurrencia de la contingencia N-1.

De acuerdo con lo anterior, los límites operativos de los principales corredores de transmisión estarán sujetos a magnitudes determinadas, y en el caso de que la condición operativa no tenga suficiencia de recursos de generación en zona, región o sistema, se activarán los límites de transmisión determinados, y para mantener el control de la regulación del voltaje minimizando la apertura de líneas de transmisión, adicionar inercia física y corrientes de falla de corto circuito, se darán de alta Unidades de Central Eléctrica (Must Run), en algunas regiones del SEN. 

Asimismo, a partir del tres de mayo se suspendieron las pruebas pre-operativas de las Centrales Eléctricas intermitentes eólicas y fotovoltaicas en proceso de operación comercial. De igual forma, se señaló que no autorizarían pruebas pre-operativas para aquéllas que no hubieran iniciado operaciones. 

También se estableció que las solicitudes de licencia programadas serían analizadas para determinar la viabilidad, fechas y horarios en que se mantenga la confiabilidad del Sistema Eléctrico Nacional. 

Por último, la autoridad señaló que las solicitudes de licencia programadas en la Red Nacional de Transmisión serán analizadas para determinar la viabilidad, fechas y horarios en los cuales se mantenga la confiabilidad del Sistema Eléctrico Nacional ante la ocurrencia de la contingencia N-1.

Esas decisiones descansaron, (i) por una parte, en que durante el período de emergencia sanitaria causada por el Virus Covid19, el consumo de energía eléctrica por parte de los consumidores ha disminuido; y (ii) por la otra, que durante dos mil diecinueve y dos mil veinte han ocurrido varias fallas transitorias en el sistema,[footnoteRef:17] derivado del fenómeno de oscilaciones electromecánicas en el Sistema Interconectado Nacional que se generan durante el período de pruebas previas a la operación comercial de centrales eléctricas fotovoltaicas.[footnoteRef:18]  [17:  Anexo único (técnico)
Considerandos
1. Que durante 2019 y a la fecha de 2020, ocurrieron 3 fallas transitorias en la red de 400 Kv entre las Subestaciones Eléctricas Escárcega-Ticul que ocasionaron la desconexión simultánea del doble circuito de 400 Kv y la interrupción del Suministro Eléctrico de 415, 1736 y 515 MW de la Península de Yucatán. Adicionalmente, en el mismo período, se han presentado en 16 ocasiones fallas transitorias con desconexiones de una línea de transmisión de 400 KV, entre las Subestaciones Eléctricas de Tabasco- Escárcega y Escárcega-Ticul. 
2. Que durante 2019 y a la fecha 2020 se han presentado 2 desconexiones simultáneas de los 2 circuitos de 400 Kv entre las Subestaciones Eléctricas Ixtepec Potencia-Julie, con la pérdida (desconexión) de 1345 MW el 24 de enero de 2019 y 30 MW el 31 de mayo de 2019 MW de generación eólica. En el primero, se afectó una carga por un monto de 103 MW por operación del esquema automático de corte de carga por baja frecuencia. 
3. Que se tienen falladas desde el 20 de enero de 2020 y en proceso de reconstrucción las torres de 2 líneas de 400 Kv entre las Subestaciones Eléctricas de Manuel Moreno Torres-Juile y Malpaso-Juile. (…)
6. Que el día 29 de abril de 2020 se presentó una falla transitoria en la línea de 400 Kv entre las Subestaciones Eléctricas Tierra Mojada-Atequiza de la Gerencia de Control Regional Occidental y por el abatimiento de voltaje, se tuvo una reducción súbita de 410 MW y recuperación a su capacidad original en 3 minutos en la generación de Centrales Eléctricas fotovoltaicas de esa Gerencia. 
7. Que le 29 de abril de 2020, se colapsó una estructura de transmisión de la línea de 400 Kv entre las Subestaciones Eléctricas Champayan-Tres Mesas, en el corredor de Monterrey-Altamira, quedando fuera de servicio para su reconstrucción. 
8. Que el 29 de abril a consecuencia de la falla en la línea de 400 Kv entre las Subestaciones Eléctricas Champayan-Tres Mesas se estimuló el fenómeno de oscilaciones electromecánicas en el SIN, provocando la interrupción de 166 MW de usuarios de las Gerencias de Control Noroeste y Occidental, 39 MW de generación fotovoltaica en la Occidental, así como la desconexión por abatimiento de voltaje transitorio de 2 Centrales Eléctricas Eólicas en la zona de Ciudad Victoria, Tamaulipas con 140 MW.
9. Que el día 28 de abril de 2020 se presentó una falla transitoria en la línea de 400 Kv entre las Subestaciones Eléctricas Tierra Mojada-Aguascalientes Potencia de la Gerencia de Control Regional Occidental y por el abatimiento de voltaje, se tuvo una reducción súbita de 460 MW y recuperación a su capacidad original en 3 minutos en la generación de Centrales Eléctricas fotovoltaicas de esa Gerencia.]  [18:  4. Que durante el período de pruebas previas a la operación comercial de Centrales Eléctricas fotovoltaicas en el Noroeste del país, el 15 de abril de 2020 se estimuló el fenómeno de oscilaciones electromecánicas en el Sistema Interconectado Nacional (SIN) en 2 ocasiones. 
5. Que el fenómeno de oscilaciones electromecánicas, es un comportamiento dinámico de intercambio de energía en los Sistema (sic) Eléctrico de Potencia que podría tener efectos devastadores en la Confiabilidad e integridad del SIN. ] 


Sobre el tema, la autoridad destacó que la generación intermitente de las centrales eléctricas eólicas y fotovoltaicas afecta la confiabilidad del Sistema Eléctrico Nacional en suficiencia, calidad y continuidad en el suministro eléctrico. Aunado a que esas centrales no contribuyen en la regulación primaria del control de la calidad de la frecuencia ni con inercia física para la estabilidad del sistema.[footnoteRef:19]  [19:  10. Que la generación intermitente de las Centrales Eléctricas eólicas y fotovoltaicas afecta la Confiabilidad del SEN en suficiencia, Calidad y Continuidad en el Suministro Eléctrico. 
11. Que las Centrales Eléctricas eólicas y fotovoltaicas no contribuyen en la regulación primaria del control de la Calidad de la frecuencia. 
12. Que las Centrales Eléctricas eólicas y fotovoltaicas no contribuyen con inercia física para la estabilidad del Sistema Eléctrico Nacional (SEN). ] 


Conforme a lo anterior, los límites operativos de transmisión, la suspensión de pruebas pre-operativas de las centrales eléctricas intermitentes eólicas y fotovoltaicas, así como la no autorización de dichas pruebas para aquéllas que no hubieran iniciado operaciones, se identifica con una medida técnica que adoptó la responsable para asegurar la suficiencia, calidad y continuidad en el suministro de energía eléctrica a los usuarios finales durante el período de contingencia sanitaria. 

A.2. Análisis del acto reclamado.
Este juez considera con base en las anteriores precisiones, que los actos reclamados sí persiguen una finalidad de orden público e interés social, pues las medidas administrativas que contienen, tienen por objeto, entre otros, reducir los riesgos a la suficiencia, calidad y continuidad en el suministro eléctrico.
Ahora bien, para ponderar adecuadamente esta cualidad del acto reclamado, debe hacerse un examen preliminar sobre el contenido de dicha finalidad, a partir de los elementos que se desprenden de los autos del presente incidente, que no debe entenderse como un análisis de su regularidad constitucional o convencional.

A.2.1. Acuerdo por el que se emite la Política de Confiabilidad, Seguridad, Continuidad y Calidad en el Sistema Eléctrico Nacional. (Acuerdo SENER)
Del análisis del contenido del Acuerdo de la SENER, este juez advierte precautoriamente, que la finalidad que dicha Secretaría persigue mediante el acto reclamado, se puede analizar desde dos puntos de vista:
Por una parte, las finalidades de la autoridad parecen tener una implicación de carácter económico, pues de la lectura de las justificaciones del acto reclamado, se advierte la implementación de una política que busca regular los aspectos más importantes del suministro eléctrico en el país, bajo el principio de confiabilidad y seguridad del despacho de electricidad en el Sistema Eléctrico Nacional, ponderando dichos principios por encima de los de sustentabilidad y eficiencia económica incorporados a través de la Reforma Energética de 2013.
Asimismo, del contenido del Acuerdo reclamado,[footnoteRef:20] parece derivarse la intención expresa de la autoridad responsable, de fortalecer la posición de la CFE en el Mercado Eléctrico Mayorista y en el SEN. [20:  Ver entre otros apartados, las consideraciones del Acuerdo reclamado y las disposiciones de la Política de Confiabilidad, Seguridad, Continuidad y Calidad en el Sistema Eléctrico Nacional, que a continuación se transcriben:
“Que el artículo 5 de la Ley de la Comisión Federal de Electricidad dispone que, esa empresa productiva del Estado, tiene por objeto prestar el servicio de Transmisión y Distribución de energía eléctrica, por cuenta y orden del Estado Mexicano, por lo que su participación en el cumplimiento de la Política que establece la Secretaría de Energía en materia de eficiencia, Confiabilidad, seguridad, Continuidad, Calidad y sustentabilidad en el Sistema Eléctrico Nacional es fundamental, en virtud de que sus empresas productivas subsidiarias de Trasmisión y Distribución ejercen el control físico de la Red Nacional de Transmisión y como Distribuidor, ejerciendo el control físico de las Redes Generales de Distribución, al tener la responsabilidad de prestar el Servicio Público de Transmisión y Distribución de Energía Eléctrica en el país y además, porque en sus empresas productivas subsidiarias de Generación recae la mayor participación en la suficiencia de oferta de energía eléctrica;
Que en la operación de la Sistema Eléctrico Nacional se observa que, por el efecto de la nubosidad en la irradiación, las rampas ascendentes y descendentes en las Centrales Eléctricas Fotovoltaicas, y los cambios en la velocidad por ráfagas de viento en las Centrales Eléctricas Eólicas, se ha requerido de diversos Servicios Conexos no incluidos en el Mercado Eléctrico Mayorista que han sido suministrados por las unidades de Centrales Eléctricas a base de combustibles fósiles (ciclos combinados, termoeléctricas convencionales, carboeléctricas, turbogases, etc.) e hidráulicas principalmente de la Comisión Federal de Electricidad (CFE), que deben ser reconocidos;
1.2.4.	Fortalecimiento de la planificación estratégica de CFE y sus empresas productivas del Estado, sus empresas filiales y subsidiarias, para promover la planificación integral del SEN y garantizar el carácter de servicio de interés público y universal del Suministro Eléctrico;
3.8.	Con la finalidad de fortalecer permanentemente la prestación del servicio público de Suministro de Energía Eléctrica, así como garantizar el diseño y ejecución de la expansión del SEN, mediante la optimización de los costos y asegurando la Confiabilidad, la Comisión Federal de Electricidad (CFE), en su carácter de Transportista y Distribuidor, tendrá una participación proactiva con base en las mejores prácticas operativas, para:
5.4.	La CFE, como empresa productiva del Estado, propondrá a la SENER proyectos estratégicos de infraestructura necesarios para promover el Servicio Público y universal de Suministro Eléctrico. Dichos proyectos serán evaluados y considerados en: Programa Indicativo para la Instalación y Retiro de Centrales Eléctricas (PIIRCE) y Programas de Ampliación y Modernización de la RNT y RGD.] 

Por otra parte, la intermitencia que las autoridades responsables atribuyen a las centrales de energía eólicas y fotovoltaicas y la disminución de la demanda, parece reflejar una implicación de carácter técnico, que influyó en la intención de la autoridad responsable, pues en el acuerdo reclamado se expone que la generación de energía eléctrica a través de esos medios genera un riesgo de que se comprometa la confiabilidad del SEN. 
Desde esta perspectiva, este juzgador advierte que bajo el argumento de que las fuentes de energía renovables, como el sol o el viento, poseen una naturaleza intermitente que exige mayor flexibilidad operativa del resto del sistema, la Secretaría de Energía implementó nuevos lineamientos generales en el Acuerdo SENER, que, desde una apreciación cautelar, parecen priorizar la participación de centrales convencionales, y por ende, el uso de combustibles fósiles.[footnoteRef:21] [21:  Ver entre otras, las siguientes disposiciones de la Política pública:
7.1.2.7. Por declaratoria de Estados Operativos de Alerta y Emergencia, el CENACE podrá realizar reducciones programadas en las Centrales Eléctricas con Energía Limpia intermitente en la Asignación Suplementaria de Unidades de Central Eléctrica para Confiabilidad (AUGC) y en el MTR ante eventos de rachas de viento y nubosidad.
7.1.2.8. En el periodo de incremento de la generación por Centrales Eléctricas Fotovoltaicas por el inicio de la irradiación, podrá solicitar reducciones en las rampas de crecimiento de la generación de este tipo de Centrales Eléctricas.
7.1.2.9. El CENACE podrá solicitar reducciones y ajustes en las Centrales Eléctricas Fotovoltaicas durante las horas previas al inicio de la declinación de la generación por la puesta del sol, para reducir la rampa de decremento de la generación solar. Las acciones operativas podrán ser por Central Eléctrica, región, zona y Sistema.] 


A.2.2. Acuerdo para garantizar la eficiencia, calidad, confiabilidad, continuidad y seguridad del Sistema Eléctrico Nacional con motivo del reconocimiento de epidemia de enfermedad por el virus SARS-CoV2 (COVID-19). (Acuerdo CENACE)
Este juez advierte que la finalidad que el CENACE afirma perseguir, tanto en la parte considerativa del acuerdo que se le reclama como en las manifestaciones que ha expuesto a manera de alegatos, se puede analizar desde dos puntos de vista:
A.2.2.1. Disminución de la demanda en el consumo de energía eléctrica.
En primer término, de la lectura de las consideraciones del acto reclamado, se advierte que la razón por la cual la autoridad emitió la medida administrativa contenida en el acto reclamado, descansa en el hecho de que durante la emergencia sanitaria, los usuarios finales han reducido el consumo de energía eléctrica, lo que causó una disminución de la demanda, y esto tiene dos implicaciones relevantes, según la apreciación cautelar de este juez.
Por una parte, una implicación de carácter económico, parece derivarse que la intención de la autoridad es regular la nueva situación que se produce en la oferta de energía y los participantes actuales del mercado; o bien evitar la erogación que implica la implementación los Esquemas de Acción Remedial (EAR), y que le causan al Estado un perjuicio económico.
Por otra parte, la disminución de la demanda parece tener una implicación de carácter técnico, pues de la parte considerativa del Anexo Único del acuerdo reclamado, se expone que la práctica de las pruebas pre-operativas genera un riesgo de que se produzcan fallas en el SEN.  
Desde esta perspectiva, la finalidad del acuerdo reclamado parece radicar en la necesidad de eliminar el riesgo de que se generen las fallas relatadas, durante el periodo de contingencia sanitaria, en lugar de tener que afrontarlo mediante los Esquemas de Acción Remedial (EAR), y en general mediante las acciones tendentes a resolver las fallas generadas por las pruebas pre-operativas debido a una dificultad de carácter técnico.
En efecto, conforme al Manual para la Interconexión de Centrales Eléctricas y Conexión de Centros de Carga, al presentarse determinadas condiciones de emergencia en la operación del Sistema Eléctrico Nacional,[footnoteRef:22] el CENACE debe, entre otras cosas, evaluar y determinar los ajustes que deben realizarse a un conjunto coordinado de controles que realiza la desconexión automática y prevista de ciertos elementos de la red eléctrica (incluyendo la desconexión de unidades de Central Eléctrica, interrupción de Centros de Carga y cambio de topología), para llevar al Sistema en forma controlada a un nuevo estado operativo donde prevalezca su integridad, contribuyendo a optimizar la Red Nacional de Transmisión, reduciendo los costos de producción y minimizando la afectación a usuarios finales. [22:  Ver criterios 1, 16, 21, 22, 26, y demás aplicables del Manual para la Interconexión de Centrales Eléctricas y Conexión de Centros de Carga.
] 

Sin embargo, de las acciones y estrategias Segunda y Tercera del Anexo Único reclamado,[footnoteRef:23] parece derivarse la intención de la autoridad responsable, de mantener los límites operativos de los principales corredores de transmisión en magnitudes determinadas, sin aplicar los Esquemas de Acción Remedial (EAR) descritos, sobre la base de que –debido a la baja demanda- existe suficiente generación de energía, salvo en las zonas, regiones o sistemas donde precisamente, no existan estas condiciones de suficiencia. [23:  SEGUNDO. En función de la disponibilidad de recursos de generación, los límites operativos de los principales corredores de transmisión estarán sujetos a operarse a magnitudes determinados (sic) sin la dependencia de Esquemas de Acción Remedial (EAR).
TERCERO. En la condición operativa que no se tenga suficiencia de recursos de generación en alguna zona, región o Sistema, se activarán los límites de transmisión determinados con la dependencia de los EAR.] 


A.2.2.2. Medidas extraordinarias implementadas por la emergencia sanitaria.
Desde un segundo punto de vista, el objetivo del acto reclamado del CENACE parece consistir, aunque no se aprecia así explícitamente de su redacción, en el cumplimiento de las medidas extraordinarias derivadas de la contingencia sanitaria implementada por la autoridad de Salud a propósito del virus COVID19.  Dicha finalidad también debe considerarse de orden público e interés social, y además cobra una ponderación muy alta durante el período de emergencia sanitaria.
B) VALORACIÓN DE LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO.

A continuación, conviene señalar que la sociedad quejosa plantea la procedencia de la medida cautelar, con base en los argumentos torales siguientes:
1) Afirma la quejosa que de concederse la medida suspensional, lejos de ocasionarse una afectación al orden público o al interés social, esta última se beneficiaría, en razón de que se velaría por el medio ambiente.
2) Expone que los acuerdos reclamados privan a los consumidores del acceso a un mercado eléctrico competitivo, pues se limita la participación de las centrales eléctricas renovables.
3) Expresa que es poco responsable impedir el desarrollo de fuentes de energía sustentables, debido a que la contaminación generada por centrales eléctricas convencionales propiciaría factores de riesgo en la pandemia.
Pues bien, en concepto de este juez, sí asiste a la quejosa la apariencia del buen derecho, como se explicará a continuación.
Este juez considera necesario precisar, en función de lo alegado por el CENACE en su informe previo, que las siguientes consideraciones no implican prejuzgar sobre la legalidad, convencionalidad o constitucionalidad de los actos reclamados, sino que este juzgador advierte una apariencia del buen derecho, que precisamente constituye una apreciación preliminar, superficial y ajena al análisis argumentativo y probatorio que deberá hacerse en el juicio principal, y que se basa en la apreciación de este juzgador, al vislumbrar una mera posibilidad de que pueda llegar a demostrarse el derecho de la quejosa, y en caso de que llegue a ser así, este juez considera la ponderación de si vale o no la pena conservar y proteger un determinado estado de cosas, ajeno también a la titularidad o falta de titularidad de derecho alguno, para evitar el riesgo de que un eventual fallo protector carezca de efectos prácticos suficientes para proteger en todo su alcance los derechos humanos que eventualmente puedan considerarse violados, o inclusive para evitar que el juicio quede sin materia, si la violación de derechos fundamentales que eventualmente pueda demostrarse, se convierta en un acto consumado.
Hecha la anterior precisión, a continuación se realiza el análisis de la apariencia del buen derecho a partir de los derechos fundamentales que hacen valer las quejosas.
En primer término, asiste la razón a la autoridad responsable cuando señala que el suministro de energía eléctrica es una actividad esencial durante el período de emergencia sanitaria, por lo que su realización no debe interrumpirse; y para ello debe tomarse en cuenta que dicha actividad debe prestarse en un régimen de libre competencia, en términos del primer párrafo del artículo 4º de la Ley de la Industria Eléctrica.[footnoteRef:24]  [24:  Artículo 4.- El Suministro Eléctrico es un servicio de interés público. La generación y comercialización de energía eléctrica son servicios que se prestan en un régimen de libre competencia.] 

Ahora bien, conforme a las disposiciones de carácter general emitidas por la Secretaría de Energía, las centrales eléctricas productoras de energía eólica y fotovoltaica en período preoperativo, únicamente podrán ser admitidas a participar en el mercado correspondiente del Sistema Eléctrico Nacional, si someten a la certificación de la autoridad ciertas pruebas pre-operativas necesarias para la interconexión con las redes de suministro eléctrico.[footnoteRef:25] [25:  Lo anterior, de conformidad con los siguientes apartados del Manual para la Interconexión de Centrales Eléctricas y Conexión de Centros de Carga, emitido por el Secretario de Energía mediante Acuerdo publicado en el Diario Oficial de la Federación de 9 de febrero de 2018:
1.4.2		El presente Manual describe el proceso necesario para la Conexión de Centros de Carga para cada uno de los casos siguientes:
a.	Centros de Carga nuevos con una Carga Contratada igual o mayor a 1 MW o Centros de Carga nuevos con una Carga Contratada igual o menor a 1 MW, que requieran conectarse a la Red Nacional de Transmisión y a las Redes Generales de Distribución, ya sea que correspondan o no al Mercado Eléctrico Mayorista y que requieran o no Infraestructura en la Red Nacional de Transmisión y en las Redes Generales de Distribución correspondientes del Mercado Eléctrico Mayorista; (…).
12.4.1	El CENACE, una vez que reciba el Certificado de Cumplimiento sobre las Características Específicas de la Infraestructura Requerida para la Interconexión o Conexión emitido por la Unidad de Inspección, ordenará al Solicitante, Transportista, Contratista o Distribuidor realizar la interconexión o conexión física a la RNT o a las RGD, según corresponda, dentro de las 72 horas siguientes a la notificación de la orden correspondiente del CENACE, para las pruebas de comportamiento de la Central Eléctrica o Centro de Carga que requieran del enlace físico con la RNT o las RGD.
12.4.2	Con la Infraestructura certificada, el CENACE autorizará que, en coordinación con el Solicitante, el Transportista, Contratista o Distribuidor realice las pruebas de comportamiento de la Central Eléctrica o Centro de Carga, que requieran el enlace físico (energizado y/o sincronizado) con la RNT o las RGD. Para lo anterior, se deberá certificar las pruebas de comportamiento mediante una Unidad de Inspección o persona autorizada por la CRE para tal efecto.
12.4.3	Las pruebas de comportamiento de la Central Eléctrica o Centro de Carga a la RNT o a las RGD, constan de las siguientes: (…)
b.	Pruebas pre-operativas y operativas: para verificar la Capacidad Instalada Neta que haya comprometido e indicado el Solicitante en la información de la Solicitud de Interconexión; pruebas de la Central Eléctrica a la máxima carga y verificadas las secuencias de arranque y paro, y funcionamiento correcto de los sistemas de control, protección y servicios auxiliares cuantas veces sea necesario, sin que existan disparos en falso, es decir, que la Central Eléctrica haya operado en forma satisfactoria con sus sistemas en automático y manual, durante un período de al menos 15 días y en turnos de 8 horas, sin que estos sean continuos, con la finalidad de que en los arranques y paros se observe el funcionamiento correcto de los sistemas (principales y auxiliares), y que se hayan realizado con resultados satisfactorios las pruebas de comportamientos dinámico que aseguren su operación confiable.] 

En este sentido, si el acuerdo reclamado de la CENACE tiene como efecto, prohibir la práctica de dichas pruebas pre-operativas, con ello podría suceder, de acuerdo con una apreciación cautelar, y sin prejuzgar sobre la legalidad, convencionalidad o constitucionalidad de esa medida, que se excluye a las centrales eléctricas eólicas y fotovoltaicas de su entrada en operación dentro del mercado eléctrico mayorista, y por ende, este juez considera que respecto del Acuerdo CENER, se acredita la apariencia del buen derecho, vista desde el punto de vista del derecho fundamental a la libre concurrencia y competencia económica, pues parece existir la posibilidad de que la quejosa pruebe eventualmente, la pretensión planteada en el sentido de que tal restricción es contraria al orden constitucional, convencional o legal.
Esto es, la apariencia del buen derecho radica en la posibilidad de que la quejosa demuestre que el acto reclamado implicó para las centrales de energía eólica y fotovoltaica, la creación de una barrera a la entrada en el mercado, violatoria de los derechos fundamentales en mención.
Por otra parte, este juzgador estima que se acredita la apariencia del buen derecho respecto del acuerdo reclamado a la SENER, porque se advierte la probabilidad de que la quejosa demuestre que su implementación podría implicar una barrera a la libre competencia, debido a que limita la entrada al Mercado Eléctrico a las generadoras de energía eléctrica a través de centrales eólicas y fotovoltaicas bajo la premisa de que son intermitentes, y por ende, no confiables, y parece tener por objeto beneficiar la posición del mercado que tiene la Comisión Federal de Electricidad.
En efecto, este juez considera cautelarmente, que asiste la razón a la quejosa cuando sostiene que, de no concederse la medida precautoria, podría privarse indefinidamente a los consumidores de los beneficios de un mercado eléctrico competitivo, pues del contenido del Acuerdo de la SENER, como se ha señalado con antelación, se desprende su intención de implementar una política de confiabilidad que, además de priorizar el suministro de energía eléctrica y la seguridad de despacho, por encima del desarrollo sustentable del sector eléctrico y del despacho eficiente, busca fortalecer la participación y desarrollo de la Comisión Federal de Electricidad y de sus empresas subsidiarias, lo que podría ocasionar que se limite el despacho de las centrales eólicas y solares ya existentes, al impedirles ofrecer su energía sin importar si son más eficientes, lo que podría implicar un desconocimiento de transacciones y contratos realizados por los titulares de estas plantas, así como la constitución de una barrera para el acceso abierto del mercado eléctrico mayorista; y que se favorezca el despacho de centrales eléctricas convencionales.

B.2. Derechos fundamentales a la salud y al medio ambiente sano.

Ahora bien, desde la óptica de los derechos fundamentales a la salud y al medio ambiente sano, este juez advierte que la quejosa acude al juicio de amparo como una asociación encargada de la defensa a un medio ambiente sano, y sostiene que la afectación o restricción a ese derecho radica en que los actos reclamados tienen por efecto el retraso indeterminado de la transición hacia la des-carbonización de la producción eléctrica.
Tal circunstancia revela que la quejosa tiene la apariencia del buen derecho, debido a que solicita la medida suspensional desde su perspectiva como defensora de los derechos a la salud y al medio ambiente sano en su dimensión colectiva.
Pues bien, con base en los argumentos de la quejosa y en lo que aquí es relevante, este juez considera que la apariencia del buen derecho que asiste a la quejosa desde la perspectiva de los derechos fundamentales a la salud y al medio ambiente sano, en su conjunto, se deriva de la aplicación de los principios constitucionales de no regresividad, congruencia, precaución y prevención aplicables a los derechos relacionados con el medio ambiente sano, conforme a la siguiente tesis:[footnoteRef:26] [26:  Tesis XXVII.3o.15 CS (10a.), (Registro 2017254), del Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, publicada en la página 3092 del Libro 55, Junio de 2018, Tomo IV, durante la actual Décima Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.] 

MEDIO AMBIENTE SANO. PRINCIPIOS APLICABLES A SU PROTECCIÓN, CONSTITUCIONALMENTE RECONOCIDA.  El derecho ambiental es una disciplina jurídica en pleno desarrollo y evolución, catalogado como de tercera y cuarta generaciones. Su propósito es conservar o preservar los recursos naturales, así como mantener el equilibrio natural y optimizar la calidad de vida de las personas en el presente y en el futuro, bajo normas regulatorias de relaciones de derecho público o privado regidas por principios de observancia y aplicación obligatoria, como son: a) prevención, b) precaución, c) equidad intergeneracional, d) progresividad, e) responsabilidad, f) sustentabilidad y g) congruencia, tendientes a disciplinar las conductas en orden al uso racional y de conservación del medio ambiente. En sede nacional, dichos principios se incorporaron al artículo 4o., párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que reconoce la protección al medio ambiente sano, lo cual revela un inescindible vínculo con los derechos humanos, al prever que toda persona tiene derecho a su conservación y preservación moderada y racional para su desarrollo y bienestar, irradiando con ello todo el ordenamiento jurídico de manera transversal, al establecer la obligación del Estado de proteger dicha prerrogativa y disponer que sus agentes deben garantizar su respeto y determinar consecuencias para quien provoque su deterioro.

En efecto, conforme a los principios de progresividad y congruencia, este juez considera preliminarmente, que existe la posibilidad de que, durante la secuela del juicio de amparo, la quejosa demuestre sus pretensiones, en el sentido de que los acuerdos reclamados podrían significar un retroceso en el avance que el Estado mexicano debe perseguir en materia de transición hacia la energía renovable, ya que su objeto parece ser incongruente con las finalidades de ese proceso de transición. Dicho deber se establece principalmente en el artículo Transitorio Décimo Octavo del Decreto de reforma constitucional publicado en el Diario Oficial de la Federación de veinte de diciembre de 2013,[footnoteRef:27] así como en los artículos 1º, segundo párrafo, y demás relativos de la Ley de la Industria Eléctrica,[footnoteRef:28] y 4, 9, 10 fracción II y 16 fracción I de la Ley de Transición Energética.[footnoteRef:29]   [27:  Décimo Octavo. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría del ramo en materia de Energía y en un plazo no mayor a trescientos sesenta y cinco días naturales contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, deberá incluir en el Programa Nacional para el Aprovechamiento Sustentable de la Energía, una estrategia de transición para promover el uso de tecnologías y combustibles más limpios. (…).]  [28:  Artículo 1º.- (…)
Esta Ley tiene por finalidad promover el desarrollo sustentable de la industria eléctrica y garantizar su operación continua, eficiente y segura en beneficio de los usuarios, así como el cumplimiento de las obligaciones de servicio público y universal, de Energías Limpias y de reducción de emisiones contaminantes.]  [29:  Artículo 4.- La Estrategia deberá establecer Metas a fin de que el consumo de energía eléctrica se satisfaga mediante un portafolio de alternativas que incluyan a la Eficiencia Energética y una proporción creciente de generación con Energías Limpias, en condiciones de viabilidad económica. A través de las Metas de Energías Limpias y las Metas de Eficiencia Energética, la Secretaría promoverá que la generación eléctrica proveniente de fuentes de energía limpias alcance los niveles establecidos en la Ley General de Cambio Climático para la Industria Eléctrica.
Artículo 9.- El Estado Mexicano promoverá que existan las condiciones legales, regulatorias y fiscales para facilitar el cumplimiento de las Metas y sus disposiciones reglamentarias para todos los integrantes de la Industria Eléctrica.
Artículo 10.- La Secretaría, la CRE, el CENACE y la CONUEE, con la opinión del Consejo, y de acuerdo con sus respectivas competencias, deberán detallar en las disposiciones reglamentarias correspondientes las acciones, instrumentos y mecanismos necesarios para el desarrollo eficiente y en términos de viabilidad económica de la Generación limpia distribuida, entre los que se encontrarán: (…)
II. Elaborar las bases normativas para la certificación de empresas y su personal, dedicadas a la instalación de sistemas de Generación limpia distribuida; (…).
Artículo 16.- Corresponde al CENACE:
I. Garantizar el acceso abierto y no indebidamente discriminatorio a la Red Nacional de Transmisión y las Redes Generales de Distribución de las Centrales Eléctricas, incluyendo las Energías Limpias; (…).] 

En otro aspecto, conviene destacar que, tanto en la Reforma Energética de 2013 como en la Ley de la Industria Eléctrica, el Poder reformador y el legislador ordinario coincidieron en que el uso de energías limpias permitirá que el Estado Mexicano pueda responder a los compromisos que ha asumido a través de diversos instrumentos internacionales para el cuidado del medio ambiente y combate al cambio climático.
En ese sentido, se toma en consideración que en dos mil quince el Estado Mexicano junto con otros ciento noventa y dos países firmaron la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible con la finalidad de incluir entre los planes de desarrollo de las naciones una perspectiva sostenible para mejorar la calidad de vida de las personas, cuidando y preservando al mismo tiempo el medio ambiente y la biodiversidad. A través de este documento los países firmantes se comprometieron a incorporar medidas relativas al cambio climático en sus políticas, estrategias y planes nacionales.
Por otra parte, mediante el Acuerdo de París, firmado con el objeto de hacer frente al cambio climático por medio de la reducción de emisiones de gases de efecto invernadero, México se comprometió, entre otras cuestiones, a reducir el 22% de dichos gases y el 51% de carbón negro, así como a generar el 35% de energías limpias para el 2024 y 43% para el 2030.[footnoteRef:30] [30:  Compromisos de mitigación y adaptación ante el cambio climático para el periodo 2020-2030, INECC, que pueden consultarse en la siguiente liga: https://www.inecc.gob.mx/dialogos/dialogos1/images/documentos/2015_indc_esp.pdf ] 

Así, este Juzgado considera que el cumplimiento de los compromisos internacionales antes mencionados se podría ver afectado con motivo de la emisión y ejecución de los acuerdos reclamados, porque estas actuaciones, en apariencia, limitan la generación de energías limpias.
Desde este punto de vista, este juez considera que la apariencia del buen derecho radica en que en cumplimiento a un derecho colectivo al medio ambiente sano, el Estado se encuentra obligado a no emitir disposiciones que vayan en contra del progreso que se haya alcanzado en materia de protección ambiental, tomando en cuenta las posibilidades y recursos estatales.
En este sentido, la apariencia del buen derecho radica en la posibilidad que este juez prevé, de que la quejosa pueda llegar a demostrar que la medida administrativa contenida en el acuerdo reclamado, constituya un retroceso en la protección al medio ambiente, por frenar o restringir la entrada al mercado de empresas productoras de energía limpia, y por vía de consecuencia, que ello afecta a la sociedad en general, por no contar con un medio ambiente sano, y en vía de consecuencia, una afectación a la salud.
Por otro lado, desde la óptica de los principios de prevención y precaución, aplicables en torno al derecho fundamental al medio ambiente sano, este juez considera cautelarmente, que se acredita una apariencia del buen derecho, en la medida que existe la posibilidad de demostrar que en la emisión de los acuerdos reclamados, la autoridad no haya contemplado el impacto que podría generar el mismo en el medio ambiente.
En efecto, conforme a una correcta interpretación del quinto párrafo del artículo 4º constitucional, de la que se desprende el contenido específico de los principios descritos, especialmente el de precaución, este juez considera que al emitir una medida administrativa, que probablemente conlleve una afectación al medio ambiente, la autoridad administrativa tiene el deber de ejercer sus facultades adoptando todas las medidas indispensables para evitar o mitigar los riesgos ambientales, lo cual implica el deber de realizar una evaluación de riesgos ambientales de la forma más informada posible y de ser el caso, a través de la intervención y valoración de profesionales especializados en la materia; y una eventual omisión en la actuación de la autoridad en este sentido, contraviene el principio de precaución.  Esta consideración se basa en el criterio que informa la siguiente tesis de la Primera Sala de nuestro más alto Tribunal:[footnoteRef:31] [31:  Tesis 1a. CCXCIII/2018 (10a.) (Registro 2018769), de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 390 del Libro 61, Diciembre de 2018, Tomo I, Décima Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.] 

PROYECTOS CON IMPACTO AMBIENTAL. LA FALTA DE EVALUACIÓN DE RIESGOS AMBIENTALES EN SU IMPLEMENTACIÓN, VULNERA EL PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN.  En términos del artículo 15 de la Convención de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, conforme al principio de precaución, cuando la experiencia empírica refleja que una actividad es riesgosa para el medio ambiente, resulta necesario adoptar todas las medidas indispensables para evitarla o mitigarla, aun cuando no exista certidumbre sobre el daño ambiental. Este principio demanda una actuación estatal ante la duda de que una actividad pueda ser riesgosa. En congruencia con lo anterior, una evaluación de riesgos ambientales es una condición necesaria para la implementación de cualquier proyecto con impacto ambiental y, consecuentemente, su ausencia constituye, en sí misma, una vulneración a este principio.
En este sentido, este juzgador vislumbra la posibilidad de que eventualmente, se demuestre en los autos del juicio principal que la autoridad no realizó una evaluación de los riesgos ambientales que podría generar el acto reclamado, lo cual conduce a la demostración de la apariencia del buen derecho de la quejosa, desde el punto de vista del principio de precaución en materia de protección al medio ambiente.
C) PONDERACIÓN.
Sentado lo anterior, este juez considera que la apariencia del buen derecho que asiste a la quejosa, merece una mayor ponderación respecto de la que debe atribuirse a la finalidad de orden público e interés social que persigue el acuerdo reclamado, por las siguientes razones, y en las siguientes medidas.
C.1. Ponderación de los riesgos ambientales y de salud.
Por una parte, este juez considera necesario precisar que la concesión de la medida cautelar, desde una apreciación preliminar, no tiene como consecuencia provocar que se deje de prestar el servicio relacionado con la distribución de energía eléctrica, sino que en todo caso, el riesgo consiste en que la autoridad responsable se vea orillada a tomar medidas en el ámbito de su competencia, quizás extraordinarias, para evitar que dicho servicio se vea mermado en su continuidad, suficiencia y calidad, debido a las fallas que podría provocar la ejecución de pruebas pre-operativas, y en general debido a los posibles riesgos que pudiera eventualmente significar para la confiabilidad del SEN, la presencia y entrada al mercado de centrales productoras de energía limpia.
Esto es, este juez advierte desde una apreciación cautelar, que la autoridad responsable CENACE tiene la facultad para evaluar y determinar los ajustes que deben realizarse a los Esquemas de Acción Remedial (EAR), al presentarse determinadas condiciones de emergencia en la operación del Sistema Eléctrico Nacional, o bien, contemplar la implementación de otras medidas derivadas de sus facultades para garantizar la confiabilidad de dicho Sistema; sobre todo tomando en cuenta que, incluso, en la regulación actual (Ley de la Industria Eléctrica y demás disposiciones aplicables), se encuentran previstos mecanismos para lidiar con las intermitencias que se pueden llegar a producir por las pruebas preoperativas que deben llevar a cabo las centrales eléctricas eólicas y fotovoltaicas previo a su inicio de operaciones comerciales, y por tanto, este juez considera al menos preliminarmente, que la realización de estas acciones no afectará de manera considerable la suficiencia, calidad y continuidad en el suministro de dicho servicio, en contraposición con los efectos adversos que puede traer para la sociedad en general.
En ese sentido, aunque este juez no menosprecia los importantes retos que tendrán que enfrentar las autoridades responsables, derivados de la necesidad de erogar recursos, y superar problemas de carácter técnico, el hecho de que Estado deba realizar acciones distintas a las establecidas en el acuerdo reclamado, conforme a sus atribuciones, para garantizar que los servicios de transmisión y distribución de energía eléctrica se presten en condiciones óptimas de continuidad, suficiencia y calidad, parece desde el punto de vista cautelar y sin prejuzgar sobre la legalidad, constitucionalidad o convencionalidad de los actos reclamados, menos grave que los efectos y ramificaciones que podría generar la ejecución de los mismos, que pueden significar una incongruencia con el deber del Estado de transitar hacia la implementación de energías limpias, una regresión en la implementación de las medidas tendentes a lograr dicha transición, y además, aunque se admita como dudoso que puedan generarse daños inmediatos al medio ambiente, los principios de prevención y precaución ordenan que la medida cautelar impida una posibilidad, aunque a la postre se demuestre remota, de un impacto ambiental y un daño a la salud de las personas.
Por otra parte, la concesión de la medida cautelar por cuanto hace al acuerdo reclamado de la SENER, no implica algún peligro en la operación y desarrollo del SEN, debido a que, en todo caso, se tendrá como consecuencia que, en el sector eléctrico, se sigan aplicando las disposiciones, regulación, lineamientos y criterios que fueron expedidos al amparo de la política que prevalecía desde la Reforma Constitucional de 2013 y hasta antes de la emisión de dicha actuación.
Desde esta perspectiva, y si se considera que no existe evidencia de que el suministro de energía eléctrica y el desarrollo sustentable del País se hayan visto afectados por la aplicación de la regulación anterior, este juez considera al menos preliminarmente, que la paralización del Acuerdo de la SENER no afecta los valores antes mencionados.

C.2. Ponderación de los riesgos en materia de competencia económica.
Desde la perspectiva de los derechos fundamentales de libre concurrencia y competencia económica, el hecho de que la autoridad responsable se vea orillada a enfrentar retos derivados de la necesidad de erogar recursos, y superar problemas de carácter técnico, con el fin de garantizar la prestación regular de los servicios públicos de transmisión y distribución de energía eléctrica, en cuanto a su continuidad, suficiencia, o calidad en condiciones de normalidad, mediante la implementación de acciones distintas a las establecidas en los acuerdos reclamados, derivadas de la normativa aplicable previamente a su emisión, parece desde el punto de vista cautelar y sin prejuzgar sobre la legalidad, constitucionalidad o convencionalidad del acto reclamado, menos grave que los efectos y ramificaciones que podría generar la ejecución de los actos reclamados, pues aunque ello afectaría ciertamente a una finalidad de orden público y de interés social, derivado del riesgo de que existan fallas transitorias en el sistema, derivadas del fenómeno de oscilaciones electromecánicas, producido durante el período de pruebas pre-operativas, como sucedió durante el año 2019, este juez tiene la impresión, de que dichas eventualidades son normales y necesarias en un período de transición hacia la des-carbonización en la producción de energía eléctrica, y en cualquier caso, sus efectos parecen menos dañinos que los que produciría la ejecución del acuerdo reclamado de la CENACE.
En este sentido, este juez considera que sería más grave la afectación a la sociedad, que significaría la paralización o retraso de la entrada en operación de las plantas de energía limpia, pues ello alteraría el funcionamiento del mercado en términos de libre concurrencia y competencia económica, consistentes en la generación de fenómenos monopólicos que a la postre, pueden provocar el alza injustificada de precios y la reducción en la eficiencia de la prestación del servicio, en perjuicio de los usuarios finales.  
En efecto, como se ha señalado con antelación, la apariencia del buen derecho desde la perspectiva del derecho fundamental de libre concurrencia y competencia económica, parece servir también a la protección de un interés social, pues al establecerse barreras de entrada al mercado eléctrico mayorista, éste no podrá servirse de los beneficios de la libre concurrencia y competencia económica, pues podría generarse una barrera de entrada a las centrales generadoras de energía limpia, y un fortalecimiento anticompetitivo de las centrales convencionales, que ya tienen determinada posición en el mercado o que, a diferencia de las eólicas o fotovoltaicas, sí podrán entrar en operaciones o permanecer en el mercado durante la vigencia de los actos reclamados, al menos con mayor facilidad.
C.3. Temporalidad.
No elude la atención de este juez, que la medida administrativa contenida en el acuerdo reclamado del CENACE parece tener una vocación transitoria, pues la autoridad sostuvo que podría modificarse en caso de que cambien las circunstancias.  Asimismo, se deriva tanto del acto reclamado, como de las manifestaciones de las autoridades responsables plasmadas en su informe previo, así como expresadas en su comparecencia a la audiencia incidental, que la medida administrativa contenida en el acuerdo reclamado, únicamente tendrá aplicación durante la emergencia sanitaria provocada por el COVID19.  
Sin embargo, con base en los reportes que respecto de dicho estado de emergencia pueden percibirse en noticieros y comunicaciones oficiales, que constituyen hechos notorios, este juez considera previsible que se extienda el período de contingencia por un lapso que en este momento es indefinido, y por ende, la posibilidad de que se impida el acceso al mercado a las quejosas durante ese lapso, y se retrase su eventual participación en la producción de energía renovable, parece acrecentar la ponderación de su apariencia del buen derecho, pues su afectación no consiste en una modificación o restricción de su actividad, sino un impedimento total en su potencial entrada en operación, por un periodo de tiempo que aunque señalado, es indeterminado.
Quizás este juzgador haría una ponderación distinta, si la medida administrativa sujetara la práctica de las pruebas pre-operativas a la medición de determinados datos, como la demanda de consumo o la posibilidad de agendar dichas pruebas de manera escalonada o con ciertas medidas de seguridad; pero si la vigencia del acuerdo se sujeta directamente a la duración del estado de emergencia sanitaria, ello constituye un período de tiempo tan indefinido, que pierde efectividad y con ello, se reitera, se acentúa la ponderación de la apariencia del buen derecho.
Por otra parte, la temporalidad del Acuerdo SENER es indefinida, por lo que la ponderación de la apariencia del buen derecho de la quejosa respecto de dicho acuerdo, se intensifica debido a la perpetuación de las consecuencias y ramificaciones que podría tener.
C.4. Medidas extraordinarias de la contingencia.
Por otra parte, no elude la atención de este juzgador que otra de las finalidades del acuerdo reclamado a la CENACE, parece hacerse consistir en el cumplimiento de las medidas extraordinarias impuestas por la autoridad sanitaria debido a la emergencia provocada por la propagación del virus COVID19; finalidad que debe considerarse de la máxima importancia durante el período de contingencia.
Sin embargo, este juez considera que la concesión de la medida cautelar no necesariamente se contrapone con la finalidad de que se trata, y en cambio, permitir la ejecución del acuerdo reclamado parece una medida desproporcionada, precisamente porque no se advierte, al menos cautelarmente, que no puedan llevarse a cabo las pruebas pre-operativas cuya práctica prohíbe dicho acuerdo, sin incumplir con las medidas sanitarias.  
Por lo tanto, este juez considera que la suspensión del acto reclamado, debe otorgarse en la medida en que puedan llevarse a cabo esas pruebas atendiendo a las medidas sanitarias, de suerte que la suspensión está condicionada a ello.
Por consiguiente, y sin prejuzgar sobre la regularidad constitucional del Acuerdo reclamado, en apariencia y al menos cautelarmente, este juez advierte la posibilidad de que en el transcurso del juicio, la quejosa pueda demostrar el punto de derecho que defiende, y en cualquier supuesto, la finalidad perseguida por la autoridad no parece tan apremiante que no pueda esperar a la conclusión del presente juicio, mientras que, como se observó con antelación, la afectación a la quejosa y a la sociedad podría ser irreparable o de difícil reparación.
Cobra aplicación en este sentido, la siguiente jurisprudencia:[footnoteRef:32] [32:  Jurisprudencia del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada bajo el número de registro 254979, en la página 185 del Volumen 72, Sexta Parte, Semanario Judicial de la Federación, durante su Séptima Época.] 

SUSPENSIÓN. INTERÉS SOCIAL O INTERÉS PÚBLICO. SU DEMOSTRACIÓN.  No basta que el acto se funde formalmente en una ley de interés público, o que en forma expresa o implícita pretenda perseguir una finalidad de interés social, para que la suspensión sea improcedente conforme al artículo 124 de la Ley de Amparo, sino que es menester que las autoridades o los terceros perjudicados aporten al ánimo del juzgador elementos de convicción suficientes para que pueda razonablemente estimarse que, en el caso concreto que se plantee, la concesión de la suspensión causaría tales perjuicios al interés social, o que implicaría una contravención directa e ineludible, prima facie y para los efectos de la suspensión, a disposiciones de orden público, no sólo por el apoyo formalmente buscado en dichas disposiciones, sino por las características materiales del acto mismo. Por lo demás, aunque pueda ser de interés público ayudar a ciertos grupos de personas, no se debe confundir el interés particular de uno de esos grupos con el interés público mismo, y cuando no esté en juego el interés de todos esos grupos protegidos, sino el de uno solo de ellos, habría que ver si la concesión de la suspensión podría dañar un interés colectivo en forma mayor que como podría dañar al quejoso la ejecución del acto concreto reclamado. O sea que, en términos generales y para aplicar el criterio de interés social y de orden público contenidos en el precepto a comento, se deben sopesar o contrabalancear el perjuicio que podría sufrir el quejoso con la ejecución del acto reclamado, y el monto de la afectación a sus derechos en disputa, con el perjuicio que podrían sufrir las metas de interés colectivo perseguidas con el acto concreto de autoridad.
Con base en las consideraciones que anteceden, y sin prejuzgar sobre la regularidad constitucional o convencional del Acuerdo reclamado, en principio este juez advierte la posibilidad de que en el transcurso del juicio, la quejosa pueda demostrar el punto de derecho que defiende, y en esta medida se acredita su apariencia del buen derecho y los elementos necesarios para su debida ponderación; y en cambio, de las constancias de autos se derivan elementos que indican que la autoridad responsable emitió el acto reclamado tomando en cuenta el decrecimiento en el consumo de energía eléctrica durante el período de emergencia sanitaria, y decidió eliminar los riesgos que puede implicar la práctica de las pruebas pre-operativas necesarias para que la quejosa complete el proceso de entrada en operación.  Sin embargo, como lo alega la quejosa, el marco jurídico y regulatorio existente, contempla ya los mecanismos para asegurar la confiabilidad, calidad, sustentabilidad, eficacia y seguridad en el despacho, como las reglas del mercado y el Código Red, que permiten la entrada de fuentes limpias, mitigando los riesgos generados por la práctica de las pruebas pre-operativas, como la implementación de los Esquemas de Acción Remedial (EAR); lo cual indicaría que la autoridad decidió eliminar ese riesgo sin hacer uso de esos mecanismos, por razones de carácter económico y técnico.
Por tanto, este juez considera que cautelarmente, y con los datos con los que se cuenta en este estado la finalidad perseguida por la autoridad no parece tan apremiante que no pueda esperar a la conclusión del presente juicio, mientras que, como se observó con antelación, la afectación a la quejosa y a la sociedad podría ser irreparable o de difícil reparación.
Cobra aplicación en este sentido, la siguiente jurisprudencia:[footnoteRef:33] [33:  Jurisprudencia del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada bajo el número de registro 254979, en la página 185 del Volumen 72, Sexta Parte, Semanario Judicial de la Federación, durante su Séptima Época.] 

SUSPENSIÓN. INTERÉS SOCIAL O INTERÉS PÚBLICO. SU DEMOSTRACIÓN.  No basta que el acto se funde formalmente en una ley de interés público, o que en forma expresa o implícita pretenda perseguir una finalidad de interés social, para que la suspensión sea improcedente conforme al artículo 124 de la Ley de Amparo, sino que es menester que las autoridades o los terceros perjudicados aporten al ánimo del juzgador elementos de convicción suficientes para que pueda razonablemente estimarse que, en el caso concreto que se plantee, la concesión de la suspensión causaría tales perjuicios al interés social, o que implicaría una contravención directa e ineludible, prima facie y para los efectos de la suspensión, a disposiciones de orden público, no sólo por el apoyo formalmente buscado en dichas disposiciones, sino por las características materiales del acto mismo. Por lo demás, aunque pueda ser de interés público ayudar a ciertos grupos de personas, no se debe confundir el interés particular de uno de esos grupos con el interés público mismo, y cuando no esté en juego el interés de todos esos grupos protegidos, sino el de uno solo de ellos, habría que ver si la concesión de la suspensión podría dañar un interés colectivo en forma mayor que como podría dañar al quejoso la ejecución del acto concreto reclamado. O sea que, en términos generales y para aplicar el criterio de interés social y de orden público contenidos en el precepto a comento, se deben sopesar o contrabalancear el perjuicio que podría sufrir el quejoso con la ejecución del acto reclamado, y el monto de la afectación a sus derechos en disputa, con el perjuicio que podrían sufrir las metas de interés colectivo perseguidas con el acto concreto de autoridad.
En ese supuesto, en principio y conforme a las constancias de autos, este juez considera que se cumple en la especie con el requisito establecido en la fracción II del artículo 128 de la Ley de Amparo.

OCTAVO. DECISIÓN SOBRE LA MEDIDA CAUTELAR. Por cumplirse en principio con los requisitos establecidos en el artículo 128 de la Ley de Amparo, y tomando en cuenta que los Acuerdos reclamados contienen una norma de carácter general, con fundamento en el artículo 148 de la Ley de Amparo, se CONCEDE LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA solicitada por la quejosa, ya que de llegarse a ejecutar dichos actos difícilmente podría válidamente restituirse a la sociedad y a los principales operadores en el mercado mayorista de energía eléctrica en los derechos transgredidos, en los términos previstos por el artículo 77 de la Ley de Amparo, en caso de que obtenga una sentencia favorable en el cuaderno principal del juicio de amparo del que deriva la presente incidencia, circunstancias que hacen procedente la suspensión de los actos reclamados.
Los efectos de la medida cautelar, deben ser los siguientes y sujetarse a las modalidades y condiciones que a continuación se establecen, en términos de lo dispuesto en el artículo 147 de la Ley de Amparo:
A. En todo momento y con independencia de la ejecución o la modalidad de ejecución de la medida cautelar, deben cumplirse todas las medidas extraordinarias para atender la emergencia sanitaria por causa de fuerza mayor generada por el mencionado virus Covid19, entre las cuales se encuentran de manera enunciativa y no limitativa, las dispuestas por el Secretario de Salud en el artículo Primero, fracción III, del ACUERDO por el que se establecen acciones extraordinarias para atender la emergencia sanitaria generada por el virus SARS-CoV2.[footnoteRef:34] [34:  ARTÍCULO PRIMERO.- Se establece como acción extraordinaria, para atender la emergencia sanitaria generada por el virus SARS-CoV2, que los sectores público, social y privado deberán implementar las siguientes medidas: (…)
III.    En todos los lugares y recintos en los que se realizan las actividades definidas como esenciales, se deberán observar, de manera obligatoria, las siguientes prácticas:
a)    No se podrán realizar reuniones o congregaciones de más de 50 personas;
b)    Las personas deberán lavarse las manos frecuentemente;
c)    Las personas deberán estornudar o toser aplicando la etiqueta respiratoria (cubriendo nariz y boca con un pañuelo desechable o con el antebrazo);
d)    No saludar de beso, de mano o abrazo (saludo a distancia), y
e)    Todas las demás medidas de sana distancia vigentes, emitidas por la Secretaría de Salud Federal; (…).] 

B. Que se suspendan todos los efectos y consecuencias derivados del Acuerdo para garantizar la eficiencia, calidad, confiabilidad, continuidad y seguridad del Sistema Eléctrico Nacional, con motivo del reconocimiento de la epidemia de enfermedad por el virus SARSCoV2 (Covid-19), de veintinueve de abril de dos mil veinte; así como su Anexo único; y,
C. Que se suspendan todos los efectos y consecuencias del Acuerdo por el que se emite la Política de Confiabilidad, Seguridad, Continuidad y Calidad en el Sistema Eléctrico Nacional, publicado en el Diario Oficial de la Federación el quince de mayo de dos mil veinte.
Lo anterior debe ejecutarse bajo la más estricta responsabilidad de las autoridades responsables, apercibidas que, en caso de que se demuestre que ejecutaron el acto reclamado en contravención de los supuestos y condiciones descritos, o los lineamientos de la presente resolución, los funcionarios implicados en lo personal podrían cometer los delitos tipificados en el artículo 262 de la Ley de Amparo.

Ahora bien, en el supuesto identificado como C, los sujetos obligados en la Política de Confiabilidad, Seguridad, Continuidad y Calidad en el Sistema Eléctrico Nacional, entre los que se encuentran la Comisión Reguladora de Energía y el Centro Nacional de Control de Energía, deberán abstenerse de cumplir con las obligaciones generales y particulares del acuerdo reclamado.

Es importante precisar que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, están obligadas a cumplir con la suspensión definitiva otorgada, aún en el supuesto de que no hubieren sido llamadas como responsables, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 158 y 197 de la Ley de Amparo, por lo que deberán abstenerse de seguir los lineamientos que conforme a los acuerdos reclamado deben regir para el funcionamiento del Sistema Eléctrico Nacional y de llevar a cabo las actividades que ahí se precisan.

A efecto de no generar un vacío normativo durante la vigencia de esta medida cautelar, se precisa que las autoridades responsables y vinculadas al cumplimiento de esta determinación deberán aplicar las disposiciones que se encontraban vigentes previamente a la expedición de los actos reclamados.

No escapa a la atención de este juzgador, que los efectos señalados podrían extenderse en beneficio de personas distintas de la quejosa; sin embargo, en virtud de que la afectación producida por la eventual ejecución de los actos reclamados sería de naturaleza económica, ambiental y de salud, es la única manera de impedir los efectos y consecuencias de dicho Acuerdos en perjuicio de la colectividad. Cobra aplicación en este sentido, la siguiente jurisprudencia:[footnoteRef:35] [35:  Jurisprudencia del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, localizable bajo el registro 253749, publicada en la página 183 del Volumen 90, Sexta Parte del Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época.] 


SUSPENSIÓN. CONSECUENCIAS DE LOS ACTOS RECLAMADOS.  La suspensión a que se refieren los artículos 124 y relativos de la Ley de Amparo conforme a la jurisprudencia ya establecida, no sólo puede concederse respecto de actos ya dictados o actualizados, sino también respecto de actos futuros inminentes (tesis número 19 visible en la página 50 de la Sexta Parte del Apéndice del Semanario Judicial de la Federación publicado en 1965, que con el mismo número aparece en la página 36 de la Octava Parte del Apéndice 1917-1975). Y junto con estos últimos actos pueden comprenderse, en principio, no sólo aquellos actos que tendrán que dictarse necesariamente como consecuencia legal futura e ineludible de los actos ya actualizados, sino todos aquellos actos que en forma razonable puedan estimarse como consecuencia lógica del acto existente, o que se trate de actos derivados de éste en forma tal que la realización de aquéllos actos esté condicionada a la existencia legal de éste, si tales actos pudieran venir a entorpecer la restitución de las cosas al estado que antes guardaban, o a causar perjuicios de difícil reparación. Pues la suspensión podría hacerse nugatoria si las autoridades quedaran en posición de ejecutar actos futuros, derivados del existente o condicionados a la validez de éste, cuyas consecuencias fueran a hacer imposible o dificultar la restitución de las cosas al estado que guardaban antes de la violación, que es el efecto propio de la sentencia que concede el amparo (artículo 80 de la Ley de Amparo), cuya materia debe preservar la suspensión.

NOVENO.  GARANTÍA. Toda vez que este juez no advierte de las constancias de autos, que con la suspensión definitiva pueda causarse un daño económico concreto a alguna persona, en términos de lo dispuesto en el artículo 132 de la Ley de Amparo, NO SE FIJA GARANTÍA. 
Al respecto, no elude la atención de este juzgador que al rendir su informe previo, el CENACE señaló que debía fijarse una garantía, con base en el Aviso por el que se da a conocer la Política de Confiabilidad, establecida por la Secretaría de Energía, publicado en el Diario Oficial de la Federación de veintiocho de febrero de dos mil diecisiete.
Sin embargo, este juzgador no cuenta con la información precisa ni la evidencia para decretar que la ejecución de la medida cautelar en los términos precisados en la presente resolución, pueda causar un daño de carácter económico a un tercero, o para declarar que se actualizan y la manera en que pueden aplicarse las disposiciones contenidas en el aviso de referencia.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo, además, en lo dispuesto en los artículos 131, 138, 140 y 217 de la Ley de Amparo vigente.
SE   R E S U E L V E:
ÚNICO. Se CONCEDE LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA, respecto de los actos descritos en el Cuarto considerando, y para los efectos y bajo las condiciones establecidos en el considerando Octavo de esta resolución.
NOTIFÍQUESE.
Así lo resolvió, Rodrigo de la Peza López Figueroa, Juez Primero de Distrito en Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y Jurisdicción en toda la República, ante el Secretario Jorge Enrique Gaspar Cano, que autoriza y da fe. Doy fe.

	El Juez.
	El Secretario.






RAZÓN: EL SECRETARIO JORGE ENRIQUE GASPAR CANO HACE CONSTAR QUE EN ESTA FECHA SE GIRARON LOS OFICIOS CORRESPONDIENTES, COMUNICANDO EL AUTO QUE ANTECEDE. CONSTE.
EL ONCE DE JUNIO DE DOS MIL VEINTE, LA SECRETARIA JORGE ENRIQUE GASPAR CANO, CERTIFICA: QUE DE CONFORMIDAD CON EL OCTAVO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 3° DE LA LEY DE AMPARO, DEL ACUERDO GENERAL CONJUNTO 1/2015 DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, QUE REGULA LOS SERVICIOS TECNOLOGICOS RELATIVOS A LA TRAMITACIÓN ELECTRÓNICA DEL JUICIO DE AMPARO, LAS COMUNICACIONES OFICIALES Y LOS PROCESOS DE ORALIDAD PENAL EN LOS CENTROS DE JUSTICIA PENAL FEDERAL, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL NUEVE DE DICIEMBRE DE DOS MIL QUINCE, LAS PROMOCIONES Y EL ACUERDO QUE ANTECEDEN, SE ENCUENTRAN DEBIDAMENTE DIGITALIZADOS EN EL EXPEDIENTE ELECTRÓNICO E INCORPORADOS A SU RESPECTIVA PUBLICACIÓN, A TRAVÉS DEL SISTEMA INTEGRAL DE SEGUIMIENTO DE EXPEDIENTES (SISE). DOY FE.
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